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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, febrero 19 de 1986. 


La COMISION PERMANENTE DEL PODER LEGIS- 
LATIVO se reunirá, en sesión extraordinaria, a solicitud 
de un señor legislador, mañana jueves 20, a la hora 17, 
a fin de dar cuenta de los asuntos entrados y considerar 
la aplicación del Acto Institucional N% 19 por parte del 
Poder Ejecutivo. ] 

LOS SECRETARIOS ” 


2) ASISTENCIA 


Asisten los señores senadores Eduardo Paz Aguirre, 
Pedro W. Cersósimo, Alberto Zumarán y Hugo Batalla 
y los señores representantes Daniel Lamas, Nelson Arre- 
dendo, Juan José Fuentes, Ricardo Rocha Imaz, Martin 
Sturla y Yamandú Sica Blanco. 


Falta con aviso, el señor representante Yamandú 
Rodríguez. 


28—C.P. 


3) SOLICITUD DE SESION 

SEÑOR PRESIDENTE. — Está abierto el acto. 

(Es la hora 17 y 22). 

—Se va a dar cuenta de una solicitud de sesión. 

(Se da de la siguiente: ) 

“Un señor legislador solicita se cite al Cuerpo a fin 
de considerar el asunto que en el mismo pedido se 
menciona.” 

—Léase. 

(Se lee:) 

“Montevideo, febrero 17 de 1986. 
Señor Presidente de la Comisión Permanente 
Don EDUARDO PAZ AGUIRRE 

Solicito del señor Presidente se sirva citar a la Co- 
misión Permanente (artículo 4% del Reglamento) para 
el día jueves 20, a la hora 17, a fin de tratar el siguiente 


orden del día: 


Aplicación por el Poder Ejecutivo del Acto Institu- 
cional N? 19. 


Saluda a usted muy atentamente. 

Alberto Zumarán. Senador.” 
—Se va a votar si se celebra sesión. 
(Se vota:) 


—8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
4) ASUNTOS ENTRADOS 
Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, febrero 20 de 1986. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que da 
cuenta de haber dictado los siguientes decretos y re- 
soluciones: 


Por la que se amplía el numeral 1% de la Resolucion 
de 20 de junio de 1985, en la que se exoneró al 
Seguro de Enfermedad de los Trabajadores de Pay- 
cueros, del pago del recargo adicional para la im- 
portación de un equipo de microcirugía y sus 
accesorios. 

Por el que se aprueba el Presupuesto Operativo, de 
Operaciones Financieras y de Inversiones del Insti- 
tuto Nacional de Colonización, a partir del 1% de 
enero de 1985. 


—Ténganse presentes y archívense.” 


5) PRUEBA DE SUFICIENCIA A QUE EL SODRE 
CONVOCA A LOS MAESTROS E INTEGRAN- 
TES DE LA ORQUESTA SINFONICA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, esta 
abierta la sesión. 


Se entra en la media hora previa. 
Tiene la palabra el señor legislador Sturla. 


SEÑOR STURLA. — Señor Presidente: con mucha 
brevedad queremos hacer mención a un tema respecto 


COMISION PERMANENTE 


20 de Febrero de 1986 


del cual ya se ha ocupado-en este mismo Cuerpo nuestro 
compañero de sector el señor legislador Barón, y opor- 
tunamente en la Cámara de Senadores, el señor legis- 
lador Lacalle. Nos referimos a la prueba de suficiencia 
a que el SODRE convoca a los maestros y profesores 
integrantes de la orquesta sinfónica. 


Nos vemos obligados a insistir en el tema por cuanto 
han continuado las etapas previas a la prueba y ésta 
se va a concretar el próximo lunes 24 de febrero. Cree- 
mos —-y esta es la constancia que queremos dejar— que 
en torno a esta prueba de suficiencia existen problemas 
áe dos órdenes: en primer lugar, lo que podríamos de- 
nominar como política orquestal seguida por el SODRE 
y, en segundo término, los problemas de naturaleza es- 
trictamente jurídica. 


En cuanto a lo que podríamos denominar en esa for- 
ma un poco “sui-generis”, politica orquestal, no consi- 
deramos razonable someter en forma indiscriminada a 
todos los profesores de la orquesta a una prueba de sufi- 
ciencia —hecho que, además carece de antecedentes en 
muestro pais— más aún cuando algunos de estos profe- 
sores que deben someterse a esta especie de prueba tan 
particular han prestado servicios durante veinte o treinta 
años en la orquesta y han dado pruebas suficientes de 
su suficiencia, valga la redundancia. Como muy bien me 
acota el señor legislador Rocha Imaz, para estos prote- 
sores es desdoroso tener que rendir una prueba de sufl 
ciencia después de treinta años de servicio, máxime 
cuando existe —por más que se pretenda negarlo— una 
clara actitud de las autoridades del organismo en contra 
de tales maestros y profesores, ya que aunque no se diga 
con la suficiente claridad, la prueba se hace porque se 
sostiene que el nivel de la orguesta es particularmente 
bajo. Ello, necesariamente, significa a priori, un juicio 
Ce valor negativo sobre la calidad de muchos de estos 
maestros que ahora se ven obligados a rendir esta prucba. 


No podemos dejar de mencionar otro episodio que 
está vinculado a este tema y que también afecta a algu- 
nos de estos maestros. El Consejo” Directivo del SODREI, 
por resolución del 24 de mayo de 1985, dispuso el reingreso 
Ce todos aquellos maestros y profesores que habían aban- 
donado la orquesta durante el procesc; y muchos dirán 
—y dirán bien— que eso es correcto, ya que algunos de 
ellos pueden haberse visto obligados a abandonar la or- 
questa por razones ideológicas, polítizas o gremiales. Pero. 
según la información que poseemos, son escasísimos los 
casos en que esto ha ocurrido; la gran mayoria dejó la 
orquesta por razones estrictamente económicas —muy le- 
gítimas, por supuesto— pero que nada tenían que ver 
con Cuestiones ideológicas. A esos profesores sí se les ha 
reincorporado sin cumplir la norma legal que exige con- 
Cursar para ingresar a la orquesta, y ahora van a com- 
petir en la próxima prueba. * 


Por último, deseo hacer referencia a la cuestión juri- 
dica. Pese a que tenemos a la vista las distintas argu- 
mentaciones formu:adas tanto por el SODRE como por 
el Ministerio de Educación y Cultura relativas a los re- 
Cursos administrativos para la orquesta, que fueron re- 
sueltos negativamente, no Consideramos que exista un 
marco legal que justifique esta prueba. Por el contrario, 
la única norma que regula el estatuto funcional de estos 
maestros y profesores prevé casos específicos de insufi- 
ciencia funcional, pero en ningún Caso la posibilidad de 
realizar una prueba de suficiencia general e indiscrim!- 
nada. Algunos maestros nos han manifestado: “Si se 
considera que soy incapaz de estar en la orquesta, pues 
que se me aplique la norma correspondiente, que es el 
artículo 5% de la Ley N9% 11,549”. Pero que no se utilice 
esta vía indirecta, el anonimato de un concurso, . para 
cuestionar —como de hecho se Cuestiona— la capacidad 
y suficiencia de algunos ilustres maestros que, aun con 
dificultades y carencias económicas notorias, han procu- 
rado salvar lo que queda de la Orquesta Sinfónica del 
SODRE. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea remitida al Ministerio de Educación y Cultura y al 
Consejo Directivo del SODRE. 
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Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la solicitud 
del señor legislador. 


(Se vota: ) 
—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Para una cuestión de orden tiene la palabra el seño" 
legislador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: había so- 
licitado hacer uso de la palabra para referirme a las 
venias requeridas para el ascenso de determinados ofi- 
ciales de la Fuerza Aérea, pero no va a ser posible con- 
siderar hoy ese tema porque no se ha reunido la Comisión 
correspondiente. Por tanto, se postergará la consideración 
de tal asunto en el seno de este Cuerpo. 


Muchas gracias. 


6) APLICACION DEL ACTO INSTITUCIONAL 
N% 19 POR PARTE DEL PODER EJECUTIVO 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra al orden del día. 


Antes de conceder la palabra al señor legislador Zu- 
matán, quien como firmante de la solicitud de convoca- 
toria seguramente querrá hacer uso de ella en primer 
término, la Mesa quiere plantear una preocupacion res- 
pecto del tema mismo de la convocatoria y de sus vincu- 
laciones con el régimen secreto que supone el otorga- 
miento de venias para determinados ascensos en las 
Fuerzas Armadas, así como también en el caso de los 
diplomáticos. No es difícil presumir que el asunto mo- 
tivo de la convocatoria está directamente ligado a las 
resoluciones adoptadas por el Poder Ejecutivo Tespecto 
de las solicitudes de venias para ascensos en la Fuerza 
Aérea. 


For lo tanto, en la medida en que el planteamiento 
se mantenga en esos términos —y esto lo digo en forma 
exclusivamente reglamentaria y para cumplir puntua!l- 
mente las exigencias que rigen en la materia— y no haya 
pronunciamientos sobre los valores o méritos personales 
de cualquiera de los candidatos cuyas situaciones hayan 
estado a consideración de la Comisión Permanente, no 
se justificaría pasar a sesión secreta, pero si no fuera 
así, creo que este Cuerpo debe tratar el tema en régl- 
men secreto. 


Planteo esta preocupación. Como no puedo saber por 
anticipado cuál va a ser el tenor del planteamiento del 
señor Zumarán, en el caso de que se produzca una valo- 
ración u opinión sobre determinados hechos, la Comisión 
tendría que resolver, en primera instancia, el pase Aa 
sesión secreta. 


En este entendido y con esta puntualización previa, 
doy la palabra al señor legislador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. — Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 


Para mantenernos en orden con el Reglamento del 
Cuerpo, tentaremos, entonces, no hacer referencias al 
tema concreto que estuvo a estudio de la Comisión Per- 
manente, que es el de las venias, y nos remitiremos al 
punto de la actitud, a nuestro entender, por lo menos, 
inconveniente, que asumió el Poder Ejecutivo al aplicar 
en esta instancia el Acto Institucional N* 19. La situa- 
ción de hecho, a mi juicio, es la siguiente. 


El Poder Ejecutivo remitió al Parlamento distintas 
solicitudes de venias para ascender a grados' superiores 
a determinados oficiales de las Fuerzas Armadas. Es- 
tando el Senado en receso, correspondió su tratamiento 
a la Comisión Permanente. 
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En la Constitución de la República tenemos una nor- 
ma expresa que regula esta situación, que es el nume- 
ral 11 del artículo 168 —artículo que refiere a las com- 
petencias que Corresponden al Presidente de la Repú- 
blica— que dice: “11) Conceder los ascensos militares 
conforme a las leyes necesitando, para los de Coronel 
y demás Oficiales Superiores, la venia de la Cámara de 
Senadores o, en su receso, la de la Comisión Permanente”. 


El texto es claro. Nunca ——que yo sepa— dio motivo a 
ningún problema de interpretación efectuar ciertos as- 
censos militares, a Coroneles y demás Oficiales superiores; 
se exige la venia de la Cámara de Senadores o en su 
receso, la de la Comisión Permanente. 


. Estas venias entraron a la consideración de lá Co- 
misión Permanente; se designó una Sub-comisión Espe- 
cial integrada por el señor senador Cersósimo y el señor 
diputado Fuentes, que produjo un informe; este fue 
tratado el viernes anterior a la Semana de Carnaval en 
la Comisión Permanente. Se otorgaron dos de las venlas 
solicitadas y las otras dos continuaron a estudio de la 
Sub-comisión; no hubo pronunciamiento para otorgarlas 
ni para denegarlas. 


- En el transcurso de la Semana de Carnaval el Poder 
Ejecutivo invocó la letra d) del artículo 6% del Acto Ins- 
titucional 19, en virtud del cual, pasados quince días 
de solicitada la venia sin un pronunciamiento del Poder 
Legislativo, ello constituye su aprobación ficta y el Poder 
Ejecutivo procedió a las designaciones. 


A mi juicio, esto nos plantea un problema muy serio. 
No quiero reiterar aquí todas las discusicnes de tipo po- 
hítico que tuvimos desde la campaña electoral los diversos 
Partidos sobre las distintas posiciones asumidas en rela- 
ción al Acto 19 Ellas son muy conocidas por los señores 
miembros de ¡a Comisión Permanente y por la opinión 
pública en general. Pero la preocupación que sentimos 
va más allá de todo lo que analizamos en el periodo 
previo a las elecciones y que también motivó la inquie- 
tud legislativa durante diversas jornadas, por lo menos 
del Senado y de la Asamblea General, según recuerdo. 
Y es definir de una vez por todas cuál es la vigencia 
de la Constitución de la República y del Acto Institu- 
cional 19. 


Pienso que este es uno de los problemas más graves 
que pueda afrontar un país: determinar de una vez por 
todas cuáles son las normas que rigen, sobre todo las 
que tienen que ver con la convivencia entre los habitantes. 


Es de la más clara evidencia en la relación que 
hice precedentemente que se concedieron dos ascensos sin 
cumplir con lo que establece la Constitución de la Repú- 
blica, que es la venia del Senado o de la Comisión Per- 
manente, en su caso. 


Quiero decir que el Poder E¡ecutivo ha dictado un 
acto —supongo yo que de carácter administrativo, como 
es la ceterminación de un ascenso— desconociendo lo 
que dice el numeral 11 del artículo 168 de la Constitución 
de la República, que exige venia de la Comisión Per- 
manente y no fija plazo alguno ni determina ningún 
valor afirmativo ni negativo respecto del silencio de ésta. 


Parece que es de interés global del país entero, de 
todos los órganos constitucionales, de la Ciudadanía en 
su conjunto, saber realmente si la Constitución de la 
República se aplica en el país o hay otras normas. Es 
especialmente preocupante para la Comisión Permanente 
(que sus miembros nos encontremos con que, atribuyén- 
donos la Constitución de la República una Competencia 
eXpresa, que es otorgar o rechazar las venlas para ascen- 
der a algunos oficiales generales en nuestro pais, en fe- 
brero de 1986, prácticamente a un año de restablecido el 
gobierno democrático, se otorguen ascensos sin la parti- 
cipación de la Comisión Permanente. Por lo tanto, nues- 
tro silencio equivaldría a resignar una competencia, y 
es sabido que las competencias de cada Órgano no son 
uún privilegio o un favor, y que es un deber ejercitarlas. 
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Por lo tanto, creo que la Comisión Permanente tiene 
que adoptar un pronunciamiento respecto de si resigna 
sus competentias constitucionales —cosa que espero que 
no haga— o reclama y exige su ejercicio. 


Creo que éste es —desde el punto de vista jurídico 
y de las opiniones que se han vertido en el Senado y en 
la Asamblea General— uno de los casos más claros, pero 
a la vez más difíciles de los que tenemos por delante. 


Es indudable —Hhaciendo una muy resumida incur- 
sión en el tema— que el pasaje de un gobierno de facto 
a una democracia plantea —siempre los planteó en la 
historia del país, en el Derecho Comparado— una serie 
de problemas de orden jurídico. Y es sabido que con 
algunas pequeñas variantes, algunas diferencias de for- 
mulación, el Derecho Comparado y nuestra tradición Ju- 
rídica no han tenido más remedio que reconocer la efica- 
cia de normes que se originan en los períodos de facto. 


Voy a recurrir a la opinión de un eminente profesor 
de nuestro país, el doctor Giorgi, citándolo como ejempio 
de una opinión muy autorizada y destacando que, con 
matices, es la generalmente admitida, según la cual, en 
ciertos casos, es menester reconocer la eficacia a las 
normas que surgen de un período de facto, como es el 
caso del Acto 19. Se trata de lo que el doctor Giorgi 
llama doctrina de facto; afirma la validez y eficacia 
de los actos jurídicos de los gobiernos de facto que no 
violan el ordenamiento que éstos se han dado, lo que se 
fundamenta en la exigencia social de la prestación de 
los servicios estatales y en la necesidad de garantizar la 
estabilidad de las situaciones y relaciones jurídicas ori- 
ginadas o basadas en las decisiones o en el régimen nor- 
mativo emanado de un gcbierno de facto. 


Podríamos seguir, pero entiendo que con esta breve 
referencia se dan los elementos fundamentales. Por lo 
tanto, no hay más remedio que reconocer —y asi lo hizo 
el Parlamento uruguayo— la eficacia de normas origi- 
nadas en el gobierno de facto, para mantener la conti- 
nuidad jurídica, los servicios sociales o esenciales del 
Estado. 


No obstante, el caso es muy distinto cuando esa nor- 
mativa que viene de un período de facto pretende man: 
tener su vigencia o su eficacia más allá de la dictadura. 
Podemos aceptar, supongamos, que las autoridades del 
régimen de facto —por ejemplo, un Ministro de Estado— 
si bien eran ilegítimas, sancionaron una serie de decretos 
que crearon ciertos hechos jurídicos que no podemos des- 
conocer, porque se aplicaron en el tiempo y generaron 
situaciones que quedaron consagradas. Nunca nadie pre- 
tendió decir que todo lo ocurrido durante la dictadura no 
tiene eficacia jurídica, porque eso representaría una ver- 
dadera conmoción social, económica y política. Pero es 
muy distinto cuando las disposiciones de un régimen de 
facto quieren perdurar más allá de la vida de la dicta- 
dura y regular situaciones oue no se arrastran de ese 
período. Yo no tendría mayor problema... 


¿El señor legislador Cersósimo me solicita una in- 
terrupción? 


SEÑOR CERSOSIMO, — ¿Me permite? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido disculpas por la inte- 
rrupción, pero el señor legislador Zumarán me hizo una 
invitación cordial a interrumpirlo, y yo la recojo. 


Deseo saber si la opinión dei doctor Giorgi fue emi- 
tida recientemente, a raíz de la consulta de la Comisión 
de Constitución y Legislación del Senado, en tunción de 
un proyecto de ley referido al Acto Institucional N*% 19. 
En efecto, a pedido del señor legislador Batalla, la Co- 
misión resolvió consultar a diversos especialistas en la 
materia. Creo que esa opinión fue remitida en el día 
de ayer a la Comisión. 
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SEÑOR ZUMARAN. — Sí, a ella me retiero. 


SEÑOR CERSOSIMO. — No tengo el placer de co- 
nocer esa opinión pero, naturalmente, si tuvo entrada en 
la Comisión, es perfectamente legítimo que el señor le- 
gislador la haya citado. Pero me llamó la atención la 
celeridad con que el señor senador estaba procediendo al 
citar la Opinión del distinguido jurista y amigo doctor 
Giorgi. 


SEÑOR ZUMARAN. — Como ve el señor senador, 
me muevo con bastante celeridad en estos temas. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El señor senador lo ha de- 
mostrado en muchas situaciones precedentes y lo reitera 
en este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra el señor legislador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. — Quería sentar la distinción 
de que —resumiendo un poco— no queremos replantear 
todas las discusiones que en el orden político se han dado 
respecto del Acto 19. Tampoco queremos hacer cuestión 
respecto de la eficacia de normas de la dictadura, apre- 
ciadas en el momento en que tuvieron lugar. Pero sí que- 
remos decir que nos preocupa muchísimo el caso que 
hoy tenemos bajo estudio y que ha motivado mi inquie- 
tud, pues se genera una situación absolutamente nueva 
en el tiempo, que nada tiene que ver con el proceso del 
período de facto. Ahora no se trata de la autoridad que 
actuó en el período de facto sino de este Gobierno de- 
mocrático, de este Poder Ejecutivo que tiene que con- 
ferir ciertos ascensos en el mes de febrero de 1986. No 
voy a revisar la regularidad jurídica de los ascensos que 
tuvieron lugar en la dictadura, pero el ascenso que hay 
que conferir ahora, en febrero de 1986, constituye una 
situación distinta. Me pregunto bajo qué normas se re- 
gula ese ascenso, si es bajo la Constitución de la Repú- 
blica o según normas emanadas del período de facto. Si 
es de acuerdo con la Constitución de la República, no 
puede haber ascenso sin venia de la Cámara de Senado- 
res o, en su receso, de la Comisión Permanente. Si es 
bajo normas que emanan del período de facto, se tomará 
esa decisión de ascenso ficto que resolvió el Poder Eje- 
O Esto tiene una extraordinaria importancia y gra- 
vedad. 


Admito que todavía hoy la materia jubilatoria y de 
previsión social esté jurídicamente bajo la Dirección Ge- 
neral de la Seguridad Social, como lo estuvo durante todo 
el año 1985, aunque la Constitución diga aue tiene que 
estar a cargo del Banco de Previsión Social. Porgue la 
reinstitucionalización del Banco de Previsión Social es- 
taba en trámite legislativo. Pero supongamos que una 
vez reinstitucionalizado dicho Banco -—para lo cual es- 
pero que falte muy poco, porque el trámite legislativo 
ha concluido y sólo falta designar sus autoridades e ins- 
talarlas— y puesto en funciones como órgano que, se- 
gún está previsto constitucionalmente, ha de atender la 
materia de la seguridad social, un buen día se aplicaran 
las normas derivadas de la dictadura. Así tendríamos un 
Banco de Previsión Social, órgano constitucional en ple- 
no funcionamiento y ejercicio de su competencia —como 
lo es también la Comisión Permanente— y un Poder 
Ejecutivo que hace otra cosa, aplicando normas del pe- 
ríodo de facto. 


En todo el proceso de reinstitucionalización que he- 
mos desarrollado durante estos meses —mejor dicho, un 
año— se mantuvieron con eficacia jurídica disposiciones, 
e incluso organismos, provenientes de la dictadura. Pero 
a medida que se logra la normalización constitucional, el 
organismo constitucionalmente competente asumió todas 
sus atribuciones y nunca más se aplicó una disposición 
que viniera del período de facto. Puse sólo el ejemplo del 
Banco de Previsión Social, pero tenemos cientos o miles 
de ellos. Puedo poner, también, el caso de la Universidad 
de la República. ¿Cuándo se hizo el tránsito de la dicta- 
dura a la democracia? Para las autoridades departamen- 
tales fue el 15 de febrero, así como también para el Par- 
lamento; el Poder Ejecutivo se instaló el 19 de marzo. En 
el caso del Banco de Previsión Social no fue asi, pero la 
Universidad tuvo un período con autoridades democráti- 
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cas, en el que continuaron las autoridades designadas por 
la dictadura e, inclusive, nosotros dictamos algunas dis- 
posiciones transitorias regulando las autoridades proviso- 
rias de la Universidad, mediante las cuales convocábamos 
a elecciones. Todo ello dio lugar a un proceso que está 
culminando, precisamente después de un año en que re- 
cién se integran, de acuerdo con la Constitución y la ley, 
los órganos universitarios. Pero a nadie se le ocurrió que 
una vez establecida la autonomía de la Universidad y 
estando ésta en el pieno ejercicio de sus competencias, 
apareciera alguien invocando alguna disposición de la dic- 
tadura para sustraer competencias naturales que tiene la 
Universidad. 


Podemos poner otro ejemplo: el propio Acto Institu- 
cional N* 19 suspende la vigencia de varias Secciones de 
la Constitución de la Republica, como aquellas normas 
que se opongan a la ley de judicatura del proceso. Pero 
una vez que el Parlamento asumió sus competencias, res- 
tabileció la independencia del Pcder Judicial y designó a 
lós Minis:ros ae la Suprema Corte de Justicia, a nadie 
se le puede ccurrir invocar —creo yo— las disposiciones 
del Atto Institucional N% 19 por las que se declaran sus- 
pendidas normas de la Constitución de la República rela- 
vivas al Poder Judicial. 


Pero, además de que esto es lo que hemcs hecho 
durante todo este año, existe un pronunciamiento pohtico 
muy concreto al respecto. Este tema fue discutido varias 
veces en la Asamblea General y el Partido Colorado se 
comprometió a que ello ita a ser así, pero esa positi0i: 
no logró la total conformidad de nuestro partido, porg:e 
siempre hemos sostenido que estas cosas no pueden deo- 
pender de la probidad de los hombres, que. coro dez: 
Artigas, es muy veleidcsa, y quizá en esto se comprueba 
más el aserto del Padre y Prócer de la nacionalidad. El 
decía que se necesitan las garantías del contrato. Es ne- 
cesario saber qué es lo que rige: si la Constitución de la 
República o alguna norma emanada del periodo de facto. 
Se trata de algo suficientemente importante como para 
que tengamos la garantía del contrate, o sea, alec Que 
esté claramente establecido. a efectos de saber qué es lo 
que rige en este país. 


No obstante, teníamos el compromiso —muy respeta- 
k.e— del Partido de Gobierno, e inclusive, presentamos 
puestro reclamo de que la Asamblea General estableciera 
la nulidad del Acto Institucional N9 19. Estaba, también. 
la posición del Frente Amplio respecto a la sancion de 
una ley derogando dicho Acto, que una vez derrotada 
nuestra posición, nosotros la apoyamos y respalúamos < 
cíectos de obtener un pronunciamiento legislativo. El Par- 
tido Colorado sostuvo en la Asamblea General, que nues- 
tra preocupación era excesiva. Se preguntaba por qué el 
Partido Nacional se iba a preocupar en este aspecto. Y 
ante una intervención del señor senador Aguirre, decía 
hada menos que el señor senador Paz Aguirre —a quien 
respetamos por su condición personal y partidaria— en 
las sesiones de los días 9 y 10 de julio de 1985, algo muy 
claro y contundente en el sentido de que el Acto Institu- 
cional N% 19 no se iba a aplicar para situaciones que se 
generaran durante el período democrático. 


Me voy a permitir leer las expresiones del actual se- 
ñor Presidente de la Comisión Permanente, senador Paz 
Aguirre. El decía lo siguiente: “En definitiva, señor Pre- 
sidente, ha sido el propio señor legislador Aguirre quien 
me ha convencido, con la brillantez que siempre le reco- 
nozco —que todos le reconocen— de la absoluta esterll:- 
dad de esta discusión. Debo manifestar que pocas veces 
he visto —y esto lo digo con todo respeto— una discusión 
que fuera tan estéril como la que estamos llevando 2 
cabo esta noche, porque estamos discutiendo bizantinis- 
mos, porque estamos reviviendo una discusión política his- 
tórica, que ya está en el pasado y no deberíamos revi- 
virla en este momento pues hemos discutido el tema has: 
ta el cansancio, hasta el hartazeo. En definitiva, no ad- 
vierto que sea tan grande y profunda la preotupación 
que tiene el Partido Nacional] cuando el provio señor le- 
gislador Aegvirre está diciendo —yo reconozco su versación 
sobre el tema— que el Acto Institucional N* 19 no se 
aplica, que no existe; y si no existe —efectivamente sus 
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disposiciones no se han aplicado— entontes, ¿por qué tan- 
ta preocupación? La vida política, como todos los actos 
vitales, es dinámica, y el Acto 19, que fue aprobado en el 
mes de agosto del año pasado, se inscribía dentro de un 
ciima que era absolutamente distinto al que hoy vive la 
República. Como bien se re2ordó hace un rato, en ese 
entonces estábamos en una dictadura, viendo cómo po- 
díamos salir de ella; en un régimen que no respetaba los 
derechos, sin Constitución, sin ley, viendo cómo encon- 
trábamos los caminos de la ley y de la Constitución. Pero 
hoy el país está viviendo en plena Constitución, con el 
más amplio respeto y consagración de los derechos hu- 
manos. De manera que estamos viviendo la plenitud de la 
vida demeccrática. Al no haber plebiscito” ——se refiere a! 
previsto en el Acto N% 19— “ni Asamblea Constituyente, 
no hay modificacicnes a la Constitución de 1967” —Eex- 
rresa el señor senador Paz Aguirre— “y, por imperio de 
este acto estrictamente politico que es el Acto Institu- 
cional N? 19, el 12 de marzo, por la caída de las hojas 
del calendario. cesan inclusive los términos del acuerdo 
polítizo al one llegamos y del cual estaremos totalmente 
liberados el 19 de marzo de 1986, si bien durante el trans- 
curso del lapso que media hasta esa fecha no estamos 
cumpliendo ni aplicando esas disposiciones”. 


Y más adelante, en la página 241, dice: “No ha ha- 
bio Acamblea Constituyente ni plebiscito; en consecuen- 
cia, la Constitución de 1267 va a regir desde el 19 de mar- 
zo sin ningún tipo de enmiendas ni adiciones, ni siquie- 
ra de éstas que ahora tampoco se aplican”. 


También podría citar la opinión, por ejemplo, del se- 
ñhor senador Ricaldoni, que es muy concluyente, Voy a 
leer, simp emente, un par de frases: “Frente a esa reali- 
dad y a la evidencia de que existe un orden jurídico ema- 
nado de la dictadura con todas las tachas de corte Cons- 
iitucional que se le puedan señalar, hay ahora dos cami- 
nos posibles: uno, lo acaka de proponer el Frente Amplio 
con el apoyo de la Unión Cívica, que es el del mecanismo 
legislativo. porque se trata de una norma jurídica que 
está incorporada a la legislación del país; y el segundo 
es el no cumplimiento de aquellas disposiciones antidc- 
mocráticas o inconvenientes que tenga e! Acto Institucio- 
nal N% 19 a lo que se ha comprometido el Partido Colo- 
rado. Queremos que quede en claro que nuestra postura 
en esto es la de entender que más allá de los textos jurí- 
dicos —porque esto es una cuestión política de extraor- 
dinaria importancia— hay un compromiso que se ha cum- 
plido, que se sigue cumpliendo y que trataremos que se 
siga cumpliendo. Este compromiso, no es incompatib'e 
con el estudio de medidas legislativas de una u otra ín- 
dole, pero debe evitarse caer en inconsecuencias que pue- 
dan sienificar no haber hecho honor a la palabra em- 
peñada”. 


Se nos dijo, se nos aseguró que el Acto Institucional 
N9 19 no iba a ser aplicado; que autemáticamente desa.- 
parecía al 19 de marzo para desligar al Partido Colorado 
de aquel compromiso político, pero que aún respecto Ue 
cualquiera de sus normas él no se iba a aplicar. Sin em- 
bargo, teniendo la Comisión Permanente un asunto en 
trámite y bajo su estudio, aparece el Poder Ejecútivo, 
invoca el Acto Institucional N“ 19 y lo sustrae del ám- 
bite constitucional —que por imperio de la Carta es la 
Comisión Permanente—- otorgando ascensos a Oficiales 
Generales sin la venia de este Cuerpo. 


Creo que este es un paso de extraordinaria gravedad, 
por lo que supone en si mismo y por el menoscabo que 
significa para dos railitares el tener un ascenso irregu- 
lar. Con respecto a uno de ellos, el Partido Nacional es- 
taba dispuesto a otorgar la venia, pero no pudo manifes- 
tarlo en la Comisión Permanente, por esta actitud del 
Foder Fjecutivo que susirae Un elemento a este Cuepo 
por aplicación del Acto Institucional N?% 19. Además, €s 
Ge destacar la 0ue esto supone como precedente en la 
vida institucional del país, que de todo lo que he dicho 
tal vez, es lo más grave. 

En definitiva, ¿qué rige en el Uruguay? Yo creía que 
regia la Constitución de la República, que por el numeral 
11 del artículo 168 exige venia de la Cámara de Senado- 
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Yes O, en su receso, de la Comisión Permanente, para con- 
ceder ascensos. Sin embargo, se otorgó un ascenso sin 
venia. 


Me pregunto dónde está la seguridad jurídica. Creo 
que este es un problema al que de una vez por todas hay 
que poner punto fina!. Porque no es posible que se nOs 
dijera reiteradas veces que nuestras preocupaciones resul- 
taban excesivas, que planteábamos problemas que no exis- 
tían, que por qué hacíamos cuestión en adoptar una de- 
cisión definitiva con respecto al Acto Institucional N“ 19 
-ya que él no se iba a aplicar, y resulta que después sí se 
lo toma en cuenta. 


Entonces, hay inseguridad jurídica. pero también pc- 
lítica, porque son muy claras las afirmaciones que he 
leído de los principales dirigentes del Partido Colorado. 


Quería traer esto al seno de esta Comisión y estar a 
lo que surja del debate. Tal vez haya algunas explicacic- 
nes del Partido Colorado y luego, en fin, veríamos de 
adoptar una resolución. 


Muchas gracias. 
SEÑOR FUENTES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR FUENTES. — Señor Presidente: luego de la 
brillante exposición del señor legislador Zumarán poto 
habría due agregar. Sin embargo, deseo hacer algunas 
reflexiones sobre el punto. 


La posición del Partido Nacional sobre el Acto Insti- 
tucicnal N* 19 ha sido muy clara y la ciudadanía la co- 
noce. Además, fue unánime dentro de él, en una Coinci- 
dencia por convicción a nivel de dirigentes, de militan- 
tes y de votantes, no existiendo en este caso nadie que 
pueda decir que se trató de una imposición de la diri- 
gencia. Es en este problema que el partido ha tomado 
una posición de principios y no utilizó un criterio de es- 
trategia o simplemente basó su análisis en consideracio- 
nes exclusivamente pragmáticas. 


Es evidente que al Partido Nacional esto le ha signi- 
ficado un costo político muy claro, pero puedo asegurar 
que si tuviéramos que volver sobre nuestros pasos y rea- 
firmar posiciones, aun con el costo político, el Partido 
Nacional adoptaría la misma posición. 


En la Asamblea General del 9 de julio pasado, a la 
que hizo referencia el señor senador Zumarán, nuestro 
sector presentó una mcción a través de la Cual se decla- 
raba la inexistencia del Acto Institucional N% 19 y se 
reafirmaba la vigencia única y exclusiva de la Constitu- 
ción de 1967. Lamentablemente esa declaración no obtuvo 
los votos suficientes. 


Natura mente que en este tema hay posiciones discre- 
pantes. Hay quienes sostienen que fue la única solución 
viable para poder salir de una situación de dictadura en 
la forma menos traumática posible —es un argumento a 
tener en cuenta— y que debido a eso en el país gozamos 
de la libertad que nunca debimos perder y, entre otras 
cosas, hoy estamos sentados en estas bancas. Esa opinión, 
manifestada reiteradas veces por quienes hicieron un 
acuerdo que dio el basamento político a1 Acto Institucio- 
nal N9 19, responde a una posición que respetamos pro- 
fundamente. Los uruguayos siempre hemos sido respetuo- 
sos de las opiniones ajenas. En este país se ha derrama- 
do mucha sangre para defender esa libertad. Nunca nos 
gustó que alguien desde las alturas nos impusiera una 
manera de pensar o diseñara la forma de opinar. La dis- 
crepancia no nos asusta. Al contrario: creemos que de 
ela resulta después la mayor riqueza, para que las solu- 
ciones que en definitiva primen, se adopten en base a los 
criterios, a los aportes de todos los puntos de vista Pero 
ni aun a quienes defendieron con brillo, sin duda, un 
acuerdo que dio —repito— basamento político al Acto 
3nstitucional N* 19, les debe haber pasado por la cabeza 
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(ue ese mismo acto iba a servir al Poder Ejecutivo para 
conferir ascensos sin la venia del Pcder Legislativo, por- 
que no se traía de un caso en donde esté en juego la 
estabilidad de las instituciones democráticas o del que 
podamcs decir que el futuro del país está en peligro, o 
que esté en juego la seguridad nacional, o que haya ries- 
go ce conmoción interna, o que siquiera sea de urgencia. 
¡No, señor Presidente! Se trata de un problema impor- 
tante, pero que en medio de toda la problemática del 
país diría que es menor, y para él se aplicó el Acto Ins- 
titucicnal NY 19. 


Desde nuestro punto de vista ello implica un desco- 
nocimiento del Parlamento, porque no se esperó su pro- 
nunciamiento. Además, debo decir —porque conjunta- 
mente con el señor legislador Cersosimo integramos una 
Subcomisión y el tema se trató en la Comisión Perma- 
nente— que el Parlamento no fue omiso, que no actuó 
con irrespensabilidad, que no le dio dilatorias y no hizo 
de esto un chantaje político. ¡No! En medio de un pro- 
ceso a través del cual el tema se estaba analizando en 
profundidad, aparece la resolución del Poder Ejecutivo 
confiriendo ascensos, en clara contradicción con lo esta- 
blecido en el numeral 11 del artículo 168 de la Consti- 
tución, al que recién hacía referencia el señor legislador 
Zumarán. 


No sé si esto fue un error nuestro, derivado de un 
exceso de buena fe o de la confianza en que las normas 
ce la Constitución de la República se iban a aplicar es- 
tricta y escrupulosamente. En todo caso, es un preceden- 
te que hos preocupa mucho. 


Pero, además, todo está al servicio de una decision 
discutible. Debemos decir que respetamos profundamente 
a todos los ciudadanos del país; deben merecer nuestro 
respeto porque su honorabilidad se mantiene intacta 
mientras no se pruebe su culpabilidad. Tampoco entra- 
mos en el terreno de establecer objeciones de carácter 
técnico profesional porque para eso están las Armas que 
en cada caso sabrán decir lo que corresponde. No es nada 
de eso lo que está en juego; no son las personas. Aquí 
estamos cuestionando un hecho político. Pero, además, 
esta situación significa un menoscabo para los propios 
militares involucrados porque, como recién decía con 
acierto el señor legislador Zumarán, tienen un ascenso 
en cierto modo irregular desde el momento que no se 
contó con la venia del Poder Legislativo. 


Por otra parte, este hecho no deja de ser también 
un elemento negativo para la propia Arma y, en defini- 
tiva —y es lo más importante— puede significar un daño 
a las instituciones democráticas del país. Se nos ocurre 
Que el camino elegido no es el más adecuado; no es el 
que habría indicado la cordura. Las instituciones no se 
defienden con la palabra o con la fuerza, sino respetán- 
dolas. En ese sentido, nos parece que el Poder Ejecutivo 
no se prestigia, porque no respetó al Parlamento ya que 
no esperó su pronunciamiento. Entre una decisión basa- 
da en lo que claramente establece la Constitución y una 
norma fijada por el Acto Institucional N9 19, el Poder 
Ejecutivo se decidió por esto último. Cuando había que 
tomar una decisión y optar entre el cumplimiento de un 
objetivo y el respeto de la voluntad del Parlamento, el 
Poder Ejecutivo actuó en función de sus propios propó- 
sitos. Dicho esto con el mayor de los respetos, nos parece 
que no es la vía adecuada en momentos en que es nece- 
sario encontrar canales de entendimiento entre todas las 
fuerzas políticas a la luz de los enormes problemas que 
vive nuestra República. 


En sintesis —y como es muy poco lo que se puede 
agregar a lo expresado por el señor legislador Zumarán— 
nos parece que ésa ha sido una decisión equivocada, ino- 
portuna, que sienta un mal precedente, porque se ampara 
en el Acto N?* 19 cuando no había amenazas en el orden 
interno o a la seguridad nacional, ni tampoco urgencias; 
porque no se esperó el pronunciamiento del Poder Legis- 
lativo y, además, porque en definitiva no ayuda a generar 
el clima de entendimiento, de concordia y de respeto que 
debe haber entre todos los partidos políticos y, funda- 
mentalmente, entre todos los Poderes del Estado. 
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Esperamos que esto haya sido un error aislado, un 
acentecimiento que no se reiterará en la vida institucio- 
nal del pals porque de continuarse en este camino quizás 
entrenos en una situación en la que habrá que medir 
fuerzas. Y si se entra a medir fuerzas, si bien el Poder 
Ejecutivo en algunos casos, como en éste, puede consc- 
guir su propósito —aunque es probab'e que en algunas 
situaciones tenga que perder— en definitiva quien per- 
derá siempre será el propio país. 


SEÑOR STURLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR STURLA. — Está de más decir, señor Presi- 
dente, que comparto integramente las expresiones de los 
señores legisladores Zumarán y Fuentes. 


Simplemente quisiera exponer a'gunas breves reflexio- 
nes que este episodio me inspira y que creo importante 
hacer en el seno de este Cuerpo. Es evidente que este 
hecho plantea dos tipos de problemas. Uno es de inter- 
pretación, de naturaleza jurídico constitucional; es el más 
grave de los problemas jurídico constitucionales que pue- 
den plantearse en la vida de un país —como muy bien 
decía el señor legislador Zumarán— y tiene relación con 
cuál es la norma máxima que regula la convivencia entre 
los orientales. Eso es lo que se pone en duda desde el 
punto de vista juridico. 


Sin embargo, en el plano político —el] juridico lo ana- 
lizó con precisión el señor legislador Zumarán— se plan- 
tea una ref.exión, una pregunta que quiero realizar en 
el seno de este Cuerpo, y para la que no tengo respuesta. 
La pregunta es: ¿por qué se hizo lo que se hizo? Es sa- 
bido que el Partido Nacional ha sostenido que el Acto 
Institucional N% 19 no existe como instrumento jurídico 
válido y eficaz. Pero no vamos a caer en el error en que 
incurría aquel personaje —creo que era Ardao— que ante 
un hipopótamo, sostenía que éste no existia, dada su 
monstruosidad. En este caso existía el hipopótamo, pero 
estaba muriéndose. Faltaban escasos días para que el Ac- 
to N92 19 pasara a ser, afortunadamente, sólo un triste 
recuerdo de una época muy amarga. Y en ese momento 
se aplica el Acto Institucional N% 19 y en una Cuestión 
que afecta las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo. Entonces pregunto: ¿por qué se hizo 
esto? 


Algunas de las posibles respuestas ni siquiera quisiera 
rlanteármelas. Confieso que en todo este episodio ha sido 
mucho más el desconcierto Que el concierto y que no sé 
por qué se hizo esto. Pero una cosa tengo absolutamente 
clara y el señor legislador Fuentes hacia mención a ella 
en el curso de su exposición: es indispensable, porque el 
país lo reclama y todos lo queremos, la existencia de un 
ciima de entendimiento, de convivencia política que ha: 
ga posible rescatar a la República. Todos sentimos, com- 
partimos y vivimos con una urgencia absoluta esa neee- 
sidad. Y ¿cuál es el elemento clave para que ese clima 
de convivencia, de entendimiento y de acuerdo pueda 
prosperar? Creo que hay algo que está por encima de 
todo y es que las reglas del juego po'ítico se respeten 
íntegramente. Y las primeras reglas de juego político es- 
tán contenidas en este librito que se llama Constitución 
de la República. Si no empezamos por ahí, necesariamen- 
te estamos empezando mal. 


Nos parece indispensable que este Cuerpo adopte a.- 
gún pronunciamiento, que surgirá seguramente en el cur- 
so del debate. Este es un problema que, como ningún 
otro, compete a este órgano del Poder Legislativo. El 
artículo 129 de la Constitución dice: “La Comisión Per- 
manente velará sobre la observancia de la Constitución 
y de las leyes...” La primera de las competencias que la 
Constitución otorga a este órgano es ésta que atabo de 
leer. Aquí estamos tratando de que la Constitución se 
cumpla, lo que es algo más que se cumpla una norma 
jurídica: es el requisito indispensable para que se cum: 
plan las reglas de juego democrático; es el requisito in- 
dispensable para el clima de convivencia necesario, den- 
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tro del cual el país se rescatará a sí mismo y se podrá 
construir una patria mejor. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el senor 
legislador. 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BATALLA. — Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — Señor Presidente: demasia- 
do explícitos han sido los señores legisladores Zumarán, 
Fuentes y Sturla como para que nosotros ahondemos en 
este problema. Casi podemos decir que nos vamos a limi- 
tar a dejar una constancia, ya que un compañero nues- 
tro y uno de los hombres mas respetados por su intelecto 
y su actuación parlamentaria, no sólo dentro del sector 
que integramos, el Movimiento Naciona] de Rocha, sino 
en todos los partidos —como lo es el señor legislador 
Gonzalo Aguirre— ha sido quien ha librado una de las 
batallas más importantes para la derogación lisa y llana 
de este Acto N? 19. Basta leer el Diario de Sesiones de 
la Asamblea General de los días 9 y 10 de julio de 1985 
para advertir la actuación preponderante que tuvo este 
compañero nuestro. Bueno es entonces que nosotros, que 
integramos el mismo Movimiento, dejemos expresada la 
constancia que estamos haciendo. 


Entendemos que a las cosas hay que llamarlas por su 
rombre: al pan pan y al agua agua; sabemos demasiado 
bien que el Partido Colorado ha tomado esta resolución 
—no quiero entrar a prejuzgar— en función de un com- 
promiso político y de un pacto que en determinado mo- 
mento tuvo con los militares. No quiero entrar a consi- 
derar el pacto del Club Naval, porque entonces hoy ten- 
dríamos otro Diario de Sesiones como aquél de la Asam- 
blea General. Pero —reitero— las cosas hay que decirlas 
como son: esto se ha hecho en cumplimiento de un pacto. 
En aquella oportunidad el Partido Nacional dijo que creía 
que había algunas cláusulas secretas en dicho pacto, y 
parecería que los hechos nos han dado la razón. 


Simplemente deseo expresar, señor Presidente, que el 
haber dado vigencia al Acto Institucional N* 19 a un año 
de recuperada la democracia, ha sido prácticamente una 
monstruosidad. Este es un camino peligroso; no debió 
haberse recórrido por ninguna circunstancia. Esto ha he- 
cho necesario que el Partido Nacional hoy no pueda dejar 
pasar por alto en el seno de la Comisión Permanente 
esta grave lesión inferida a la democracia. 


Nada más. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: no quiero re- 
ferirme a lo de al pan pan y al agua agua, pero no puedo 
permanecer en silencio ante una referencia que hizo, muy 
al pasar, el señor legislador Rocha Imaz, que de ninguna 
manera debe quedar sin respuesta. 


No hubo ninguna cláusula secreta ni ningún compro- 
miso secreto en el pacto del Club Naval; por otra parte, 
creemos que ninguna de las fuerzas que participó en el 
acuerdo se comprometió a otras Cosas que a las que fue- 
ron ampliamente publicitadas en su momento. Esa afir- 
mación deslizada aprovechando el cuestionamiento —que 
compartimos— de una decisión del Poder Ejecutivo, en 
cierto sentido empequeñece el planteamiento, ya que cree- 
mos que debió seguirse el camino utilizado por los señores 
legisladores Zumarán, Fuentes y Sturla. Le digo cordiait- 
mente al señor legislador Rocha Imaz que cuando se des- 
lizan cosas... 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — Las cosas hay que decirlas. 


SEÑOR BATALLA. — Decía que en definitiva se des- 
lizan cosas que se deben decir y no insinuar. Pero creo 
que a esta altura de los acontecimientos, fines de febre- 
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ro de 1986, no tendría sentido discutir nuevamente sobre 
lo que fue y es el Acto Institucional N* 19. Fue un acto 
de la dictadura, pero hoy tenemos que reconocer que él 
ha permitido que aquélla desapareciera y que en el pais 
exista un régimen democrático. 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — Es cuestión de criterios. 


SEÑOR BATALLA. — No es cuestión de criterios; esta 
es una realidad, más allá de la valoración que se pueda 
haber realizado en su momento. Admito el cuestionamien- 
to formulado en esa oportunidad, pero hoy no tiene sen- 
tido. Lo que estamos discutiendo en este momento es otra 
cosa totalmente distinta. Se trata de un problema con- 
creto en el que se aplicó el Acto Institucional N% 19, y 
es a eso a lo que nos vamos a referir. 


En aquellas largas sesiones de la Asamblea General 
correspondientes a los días 9 y 10 de julio del año pasado, 
Gijimos que había que aistinguir claramente algo que 
también señalaba en su intorme el doctor Giorgi respecto 
a lo que era validez de una norma y a lo que era eficacia 
de una norma, Todos los regimenes de transición, todos 
los regimenes democráticos surgidos luego de un gobierno 
de facto, se encuentran ante toda una problemática muy 
difícil de resolver. Nosotros dictamos una ley por la que 
anulamos algunas leyes y conva:idamos una serie de nor- 
mas emanadas de la dictadura. ¿A qué obedecía eso? Bus- 
caba necesariamente la regularidad jurídica, al deber de 
dar al crden de relación entre los hombres un mínimo 
de seguridad, una vez recobrada la democracia. Natural- 
mente que en ese esquema no estaba el Acto Instituciona! 
N% 19, que pretende realizar una modificación Constitu- 
cional —que no puede hacer, absolutamente— que carece 
de toda validez, pero que tuvo eficacia en nuestro orden 
jurídico y lo integra, nos guste o no; naturalmente que 
no nos gusta. 


Esto es lo que manifiesto en un plano general res- 
pecto del Acto Institucional NY 19. 


Ahora nos vamos a referir a la decisión concreta 
planteada. 


Compartimos lo que señalaba el señor legislador 
Fuentes en el sentido de que la Comisión Permanenie 
actuó correctamente en el examen de la cuestión. En to- 
das las reuniones realizadas con el fin de Considerar las 
venias, en representación del Frente Amplio siempre es- 
tuvimos presentes el señor legisiador Sica Blanco y quien 
habla; quiere decir que el Frente Amplio siempre estuvo 
plenamente integrado. Pero en la última reunión, en la 
que se resolvió el punto, la Comisión Permanente sólo 
estaba integrada por diez miembros. No digo esto con la 
intención de determinar responsabilidades, de ninguna 
manera, sino sólo para señalar el hecho. Simplemente 
digo que la Comisión Permanente tenía responsabilidad 
y actuó de acuerdo con ella en el tema. En ese momento, 
la Comisión sometió a consideración del plenario del 
Cuerpo dos de las cuatro venias solicitadas correspon- 
dientes a dos de las tres armas. En aquella oportunidad, 
cuando se puso a consideración el informe de la Subco- 
misión y votamos las venias —en carácter secreto, lo que 
debemos respetar y, por tanto, no vamos a decir cuáles 
votamos afirmativamente y cuáles negativamente— seña- 
lamos que además estábamos en condiciones de votar 
aquellas venias que aún permanecían en Comisión. No se 
votaron. Desimos con honestidad que en algún momento 
tuvimos la preocupación de que el Poder Ejecutivo ac- 
tuara de acuerdo con lo previsto en el Acto Institucional 
N* 19, Tuvimos esa preocupación; inclusive dudamos res- 
pecto de si sería deseable convocar nuevamente a la Co- 
misión Permanente, y también con absoluta lealtad de- 
claramos que entendimos que no debía ser así, convenci- 
dos de que el Poder Ejecutivo iba a manejarse dentro de 
coordenadas distintas a las Que en definitiva utilizó. Por 
supuesto, estábamos errados. Creíamos que el Poder Eie- 
cutivo tenía un problema de opción; que se encontraba 
frente a una opción jurídico-política; que se enfrentaba, 
por un lado, con una norma constitucional que le impo- 
nía la venia del Senado para realizar los ascensos y, pot 
otro, con una norma jurídica, resabio de la dictadura, 
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que le permitía, condicionando esa venia, el otorgamien- 
to de los ascensos si dentro de los quince días no había 
pronunciamiento de la Comisión Permanente. 


En cierto sentido respondemos la pregunta que se 
formulaba el señor legislador Sturla en cuanto a por qué 
se hizo lo que se hizo. Creo que fue porgue el Poder Eje- 
cutivo optó. Creo que en ese sentido era más importante 
asegurar a las Fuerzas Armadas due el Poder Ejecutivo 
actuaba en uso de sus facultades, entendiendo que tam- 
pién el Acto 19 integraba plenamente el orden jurídico y 
lo seguía obligando, no con carácter general, aun en un 
caso en que ese Acto 19 estaba en contradicción con lo 
que establecía la Carta constitucional. Y Creo que el Po- 
der Ejecutivo cometió un inmenso error, porque no sola- 
mente aplicó por primera vez este agonizante Acto 19, 
del cue no había hecho uso en toda la etapa del gobier- 
no demeocrático, sino que también, inclusive, le hizo un 
gran mal a aquellos que recibieron el beneficio de haber 
sido ascendidos por dicho Acto. 


SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BATALLA, — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador, 


_. SEÑOR STURLA. — Simplemente quiero detir al se- 
ñor legislador Batalla que de las posibles respuestas a mi 
pregunta, la que él ha esbozado es una de las peores. 


SEÑOR BATALLA. — Naturalmente que no estoy va- 
iorando de ninguna manera; estoy exponiendo lo que en- 
tiendo es la explicación de una actitud que, en mi eon- 
cepto, no es conveniente para la institucionalidad, ni pa- 
ra el Poder Ejecutivo, ni para las relaciones entre éste y 
el Poder Legislativo, ni aún para las propias Fuerzas Ar- 
ld Creo que todo esto tenemos que verlo con cla- 
ridad. 


Siento que hay aquí, por parte del Poder Ejecutivo, 
una preocupación grande en cuanto refiere a la relación 
de poder político y Fuerzas Armadas. Es claro que la res- 
peto y Creo que en este esquema en que nos manejamos 
todos, sin duda alguna uno de los factores o de los ele- 
mentos que vemos con preocupación es la integración de 
las Fuerzas Armadas a un sistema democrático. Pero no 
creo que el camino elegido es el correcto. Me parece que 
no es dentro de este esquema que nosotros vamos a lle- 
var al país a un clima de tranquilidad plena. Esto ocu- 
rre diez días antes del vencimiento del Acto Institucional 
19, y no creo —reitero— que sea un elemento que con: 
tribuya a pacificar la vida institucional del país. 


SEÑOR SICA BLANCO. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BATALLA, — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—-— Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR SICA BLANCO. — En el problema que hoy 
provoca esta reunión de la Comisión Permanente, existen 
elementos que obligatoriamente deberían ser planteados, 
pero nos inhibe de hacerlo el secreto comprometido ante- 
rtiormente. Este tuvo un trámite; no lo vamos a ignorar. 


En lo referente al Acto Institucional N? 19, cada gru- 
po político tenía hecha su composición de lugar, es decir, 
si el Poder Ejecutivo lo aplicaría o no cuando surgiera 
una oportunidad adecuada. Algunos eran optimistas y 
Otros pesimistas respecto de ello, La oportunidad se dio 
y quizás mucha culpa de lo que ocurrió la tenga este 
Cuerpo. 


Pero lo que quiero agregar a la exposición del señor 
legislador Batalla es una pequeña aclaración respecto de 
algunos dichos del señor legislador Zumarán, quien ha 
manifestado que las disposiciones iban más allá del pe- 
tíodo de la dictadura. Creo que, en puridad, habría que 
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precisar más las cosas: las disposiciones no fueron más 
allá del perícdo de la dictadura, porque la normativa 
que se seguía en aquel!a época no era ésta. En esta situa- 
ción no siguió funcionando la Ley Orgánica Militar vi- 
gente, sino que se prolongó mediante una norma elabo- 
rada por un acuerdo político, la que si bien, por supuesto, 
como tal, no integraba lo preceptuado por la Constitu- 
ción de la República, de alguna manera atendía al sen- 
tido con que dicho acuerdo se estaba llevando adelante. 
Es decir que no se siguió el texto constitucional. Se pro- 
cedió sobre un texto acordado —insisto— no sobre lo dis- 
puesto por la dictadura de la época. Sea como fuere y a 
pesar de estas precisiones, quiero que quede claramente 
expresado que en lo que tiene ave ver con nuestra posi- 
ción como Frente Amplio consideramos que la actitud 
adoptada por el Pcder Ejecutivo —tomando algunas pala- 
bras que se han dicho aqui— no fue feliz por insistir 
nuevamente —como ha ocurrido otras veces—- en la me- 
cánica de evitar el diálogo previo con el Parlamento. Si 
así hubiera procedido, seguramente se habría podido su- 
perar con facilidad estos incidentes. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR BATALLA. — No es mucho más lo que puedo 
agregar en esta matería. Comparto plenamente lo que ha 
señalado el señor legislador Sica Blanco. Creo que tam: 
hién aquí el Poder Ejecutivo ha optado por una solución 
aún a sabiendas que e!lo lo llevaría a un choque con el 
Poder Legislativo. Seguimos pensando que no estaba ago: 
tado el camino del diálogo ni había habido de parte de 
las fuerzas opositoras —digamos así— integrantes de la 
Comisión Permanente, ningún tipo de omisión ni espiritu 
obstruccionista respecto de los temas planteados. 


Creemos que es profundamente lamentable que al i- 
nal del periodo, cuando todas aquellas fuerzas participan- 
tes del acuerdo político que dio lugar a la elección he.- 
bían señalado la no utilización del Acto 19, nos encon- 
tremos con esto que, sin duda, tiene consecuencias, in- 
clusive en cuanto a la situación de quienes han resultado 
comprendidos en la decisión del Poder Ejecutivo. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El legislador que habla ten- 
iría que hacer algunas reflexiones sobre el tema, pero no 
desea hacerlo desde la Mesa. Por lo tanto, so!licitaría ser 
sustituido en ella. De acuerdo con las disposiciones vi- 
gentes, tendrá que ocupar la Presidencia un legislador 
de la mayoría y el único presente es el señor legis:ador 
Cersósimo. Considero, en consecuencia, que resultaría inú- 
til hacer una votación. 


Si la Comisión está de acuerdo, invitaría al señor 
legislador Cersósimo a que ocupe la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Cersósimo) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la consideración 
del asunto en debate. 


Tiene la palabra el señor legislador Paz Aguirre. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. —- Señor Presidente: voy a 
bacer unas breves reflexiones sobre el tema planteado y 
deseo expresarme en un tono acorde con el que se ha 
empleado en esta discusión. De manera que voy a ser bre- 
ve, lo más conciso que me sea posible. 


Creo que el Acto Institucional 19 debe ser encarado 
por todos nosotros, al valorar su gravitación o aplicación 
Ly lo dijimos ya más de una vez en el curso de los lar- 
gos y hasta, en algunos casos, tediosos debates que he- 
mos sostenido durante todo el año pasado en la Asam- 
blea General y en otras oportunidades— como lo que es 
realmente: no un acto jurídico, sino un acto político. Fue 
fruto de una decisión política adoptada por determinados 
partidos que en su momento Consideraron que la mejor 
salida para el país, -la más útil y menos traumática —pa- 
ra emplear el mismo término usado por el señor legis- 
lador Fuentes— era -la de un acuerdo con los hombres 
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que en aquel momento, bajo un régimen de facto, diri- 
gran el país, acuerdo que sería el mado de reencauzar la 
vida demociática nacional sin sangre y sin violencia, per- 
mitiendo al país readcptar su tradicional sistema de vida 
democrática. 


Naturalmente que el acuerdo llamado “del Club Na- 
val” es un tema polémico; lo ha sido desde su origen, 
sigue siéndolo todavía y tal vez ha de seguir siéndolo 
durante mucho tiempo, en la medida en que los estudio- 
sos de esta situación se internen otra vez en él para ca- 
lificarlo, juzgarlo, o establecer su opinión. 


El Partido Colorado entendió —también lo entendió 
asi en su momento el Frente Amplio y juntos Concurri- 
nos a esas negociaciones; no lo hizo, en cambio, el Par- 
tido Nacional, como es noterio— que con ello dábamos 
al país una salida democrática, rápida, efectiva, que per- 
mitiría a la nación, en primer lugar, tener elecciones y 
luego que éstas trajeran como consecuencia la habilita- 
ción del sistema constitucional y de todas las libertades 
públicas, como efectivamente ocurrió. A raíz de ello, fe!i2- 
mente el 15 de febrero de 1585 se instaló este parlamen- 
to Gemocrático y el 12 de marzo de ese año Ocupó el si- 
tial de la Presidencia de la República un ciudadano elec- 
to en forma democrática. 


A partir de entonces, el país dejó atrás todas aque- 
llas condiciones negativas en que debió vivir durante do- 
Ce años. A partir de esa época en la nación ha habido 
una prensa absolutamente libre, un Poder Judicial inde- 
rendiente, un parlamento también absolutamente libre, 
un Presidente de la República que responde a la voluntad 
vopwar y todo un sistema de vida que se acompasa con 
el tteseo profunáo, sentido por todos los uruguayos demo- 
cráticos y por el que durante tantos años luchamos —mu- 
chas veces en las difíciles condiciones que creaban las 
restricciones de la dictadura— Cada vez con más ánimo 
y decisión, para lograr este epílogo, sin duda feliz, que 
hoy nos permite estar aquí haciendo uso de la palabra 
en un Parlamento libre y democrático. 


El Acto Institucional N? 19, por lo tanto, debe ser 
iuzgado a la luz de las circunstancias políticas que le die- 
ron nacimiento. Sería un error —lo es, en efecto— abs- 
traer este Acto 19 de aquel contexto politico y del mo- 
mento especial en que surgió a la vida, para analizarlo 
en forma abstracta. Naturalmente, si hubiera que dictar 
ahora un Acto 19, no lo haríamos. Tampoco habría exis- 
tido si el país hubiera vivido antes en la democracia. Del 
mismo modo, nosotros no hubiéramos adoptado una serie 
de actitudes transaccionales que tuvimos que adoptar Co- 
mo precio y como condición para lograr un entendimien- 
to que permitiera arribar a la meta que propugnábamos. 
Pero no debemos olvidar que el país vivía bajo una dicta- 
dura, una tremenda dictadura y que era imprescindible 
salir de ella sin dejar una estela de sangre, de odios irre- 
conciliables, de heridas profundísimas que, para cicatri- 
zar, insumirían quizás una generación o más. Teníamos 
que salir en la forma más civilizada y eficiente posible 
para llegar a la meta que ansiosamente buscábamos. Y 
así ocurrió. 


Por tanto, este Acto 19 es un acto político. Quiero 
enfatizar una vez más ese hecho. Por otra parte, no fue 
el único, sino que hubo otros actos institucionales, Algu- 
nos, por fortuna, desaparecieron antes de la transición 
democrática, como aquel nefasto Acto Institucional N* 7 
por el cual el Poder Ejecutivo de la época se arrogó la 
potestad de despedir de sus cargos a los funcionarios pú- 
blicos sin explicación alguna, y negándoles en forma abso- 
luta toda posibilidad de reclamar o de hacer valer sus 
derechos: en primer lugar, porque no se los reconocía; 
en segundo lugar, porque no funcionaba el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo; y en tercer término, por- 
que lo único que valía entonces era la ley de la fuerza. 
Ese Acto 7 terminó antes de la transición democrática, 
al igual gue otros. 


El Acto 19 fue uno de los elementos integrantes del 
acuerdo político realizado con el gobierno de facto para 
llegar a las elecciones y, a través de ellas, a la demogra- 


36—C.P. 


cia. Se entendió —lo dice expresamente el Acto 19— que 
el acuerdo político seguiría en vigencia hasta el 1% de 
marzo de 1986. No digo que sea un acto jurídico, reitero, 
sino un acuerdo político. El texto del Acto 19 así lo ex- 
presa. 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. — Sin ánimo de corregir al señor 
legislador Paz Aguirre, lo cierto es que el texto del Acto 
19 no dice que regirá hasta el 1? de marzo; dice que re- 
girá hasta que se sancionen las normas emanadas del 
plebiscito —que no se hizo— que a su vez derivaría de 
una constituyente —que tampoco se convotó— y en nin- 
guna parte de su texto dice que va a cesar el 19 de mar- 
zo. Entonces, estamos en lo que dije al principio. Reite- 
radas veces el Partido Colorado ha proclamado su volun- 
tad de que esto cese el 1% de marzo. Pero hay que tener 
presente que estamos ante la veleidosa probidad de los 
hombres, como decía José Artigas: faltan las seguridades 
del contrato. Asimismo, el Partido Colorado nos dijo que 
no se iba a aplicar y, como la probidad de los hombres 
es muy veleidosa, resulta que lo aplicaron. Entonces, me 
parece que no es un punto que pueda quedar a criterio 
de una simple manifestación de voluntades. 


El sentido de mi interrupción era el de aclarar que 
el texto del Acto 19 no dice que cesará el 1% de marzo. 
Dice que cesará cuando entren en vigor, el 1? de marzo, 
las disposiciones que emanen de un plebiscito —que no 
se hizo— que se iba a realizar como consecuencia de una 
constituyente a la que, como se sabe no se convocó. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor legislador Paz Aguirre. 


SEÑOR LAMAS. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Lamas. 


SEÑOR LAMAS. — Estamos adentrándonos, tal vez 
desgraciadamente, en la discusión juridica de los distintos 
aspectos del Acto Institucional N* 19. Si bien es cierta 
la afirmación del señor legislador Zumarán de que dicho 
acto no dice que caducará o cesará en su vigencia el 12 
de marzo, en su artículo 42 —y me permito leer la dispo- 
sición correspondiente a efectos aclaratorios-— dice lo si- 
guiente: “El o los proyectos que emanen de ella” —se 
refiere a la Asamblea Nacional Constituyente— “según lo 
dispuesto en el artículo precedente, serán sometidos a 
plebiscito el 24 de noviembre de 1985 y las normas del 
proyecto que resulte aprobado entrarán en vigor el 19 de 
marzo de 1986.” 


Quiere decir, a mi juicio, que sin mayor violencia 
puede interpretarse que al no entrar en vigor el 1% de 
marzo de 1986 las normas emanadas de un plebiscito que 
no se hizo, eso no supone que en ese momento queden 
vigentes las normas de la Constiución modificadas por 
el Acto 19, sino que simplemente recupera su vigenCia la 
Constitución de la República. Es decir, que si bien esto 
no surge expresamente, pienso que está en el espíritu de 
la norma en cuestión, así como del Acuerdo. Desde el 
punto de vista politico y jurídico entiendo que no ha fal- 
tado a la verdad el señor legislador Paz Aguirre cuando 
ha afirmado —y esto además no es una novedad porque 
se ha reiterado muchas veces en el Senado, en la Cá: 
mara de Representantes y en la Asamblea General, así 
como también en la prensa— que la vigencia efectiva 
del Acto Institucional N* 19 caducaba el 19 de marzo de 
1986. Eso, que es una voluntad política y que surge de un 
acuerdo político, también puede representar una interpre- 
tación jurídica válida del contexto de esta norma a la 
que acabamos de dar lectura. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legisiador Paz Aguirre. 


El SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Con mucho gusto, señor 
legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR STURLA. — Hay una reflexión que insisto en 
hacer; además de otras consideraciones que aquí se han 
hecho, de alguna forma las expresiones de los señores 
legisladores Paz Aguirre y Lamas me llevan a Insistir 
sobre este tema. 


Recuerdo haber estudiado en la Facultad de Derecho 
cue uno de los requisitos del derecho como una de las 
formas de convivencia social, era la certeza. La certeza 
jurídica es un instrumento indispensable de la conviven- 
cia civilizada. Y justamente lo que aquí no hay —lo que 
no existe en el Uruguay a partir de esta actitud asumida 
por el Poder Ejecutivo— es la certeza sobre la norma cons- 
tiítucional que nos rige. De alguna forma, confieso que 
hubiera sido mejor en aras de esa certeza —aunque peor 
por muchas otras cosas— que se hubiera cumplido desde 
el artículo 1% al último del Acto N? 19. Pero resulta que 
ese Acto se aplica a veces y en otros casos no. Enton- 
ces, parece muy claro que en lugar de certeza existe una 
pura discrecionalidad del Poder Ejecutivo en el sentido 
de sacar de la galera una norma Cuya aplicación en de- 
terminados casos pueda serle útil. Confieso —y creo que 
en eso coincidiremos todos — que ese espisodio es la nega- 
ción del requisito indispensable que tiene el Derecho co- 
mo organizador de la convivencia, que es precisamente 
—perdóneseme que insista con este término— la Certeza 
en las relaciones sociales y jurídicas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Paz Aguirre. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Coincido plenamente con 
la interpretación que ha dado el señor diputado Lamas, 
que es la que yo venía sustentando, en el sentido de que 
del texto del Acto N? 19 —de la parte que fue leída — 
resulta claramente que el 1% de marzo de 1986 cesan los 
efectos de este acuerdo político. En consecuencia, dicho 
Acto, en cuanto a los acuerdos políticos que puedan ge- 
nerar determinadas actitudes, plerde toda efectividad, 
puesto que se han cumplido los extremos que en el caso 
están establecidos, Esa es nuestra interpretación como 
partícipes de un acuerdo político celebrado oportunamen- 
te y, por lo tanto, es el criterio con el que nos vamos a 
mover. Naturalmente, no se trata de una norma jurídica 
ni tampoco está establecida con la fuerza de una ley. 
Pero esta es nuestra convicción como integrantes de un 
partido que concurrió a las Conversaciones del Club Na- 
val y que entiende que el alcance concreto y preciso de 
dicho acuerdo, así como su eficacia, llegan hasta deter- 
minado tiempo y cesan con él. 


Cuando hacemos un acuerdo político partimos de la 
base de que estamos dispuestos a cumplirlo. Sería muy 
malo que este acuerdo, como otros que normalmente se 
hacen en la vida política de los partidos, no se cumpliera, 
Nosotros estamos acostumbrados a que cuando tomamos 
una determinada actitud política —ya sea buena o mala 
a juicío de quien la juzgue— la cumplimos y la respeta- 
mos. Mientras tanto mantienen su vigencia los términos 
del acuerdo. Cuando el acuerdo precluye, precluyen todas 
las posibilidades que ese acuerdo otorga, o todos los ma- 
les, que sin lugar a dudas ese acuerdo también permite. 
Pero hasta allí llega y no más, porque allí él temina. 


Advertimos, de acuerdo con las palabras del señor 
legislador Zumarán —y lo íbamos a mentionar— que no 
es éste el único Acto Institucional que proyecta su efi- 
cacia luego de la instauración del Gobierno democrático 
El señor legislador —con lealtad— ha mencionado este 
aspecto en lo que respecta a la Seguridad Social y a la 
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Universidad. ¿Y por qué lo hizo? Por entender que había 
razones de conveniencia, puesto que no podíamos caer 
en un vacio en la Seguridad Social; por lo tanto, habia 
que mantener una situación aunque no se ajustara estric- 
tamente al régimen que la Constitución manda; era con- 
veniente, desde el punto de vista del país, llenar ese va- 
cio con alguna disposición, lo que permitía disponer del 
tiempo necesario para sustituirla por otra con pleno valor 
jurídico de modo que se pudiera cumplir la norma efi- 
cazmente, de acuerdo con lo que todos anhelamos. 


Allí medió una razón de conveniencia, de oportunidad 
y una valoración por parte de todo el Parlamento y los 
partidos políticos de la necesidad de que en virtud de la 
situación absolutamente anormal que vivía el país en esa 
época, se proyectara la eficacia de determinadas normas 
-—que no están estrictamente apegadas a los textos cons- 
titucionales— más allá de la inauguración del Gobierno 
Constitucional, porque se pensaba que era conveniente ha- 
cerlo en aras de una finalidad que estaba dirigida al 1c- 
gro de la plena vigencia de las normas jurídicas del país. 


Si nosotros establecemos una situación diferencial en- 
tre unas normas y otras, no estamos siendo consecuentes 
con nosotros mismos. Si se niega en absoluto valor al 
acuerdo logrado por las fuerzas politicas que Concurrie- 
ron al Club Naval en las conversaciones mantenidas en- 
tonces con Jas Fuerzas Armadas para lograr la finalidad 
a que me he referido, tampoco tendrían ningún valor, des- 
de el punto de vista jurídico, las otras, emanadas también 
Cel régimen de facto y que siguen proyectando determi- 
nada eficacia a lo largo del tiempo y más allá de la ins- 
talación del régimen constituciona!. Por lo tanto, no en- 
tramos en el tema desde el punto de vista jurídico —y 
así debe ser juzgado, siendo correcto ese juicio— sino en 
una valoración de una serie de condicionantes políticas 
y jurídicas vinculadas a una situación de extrema anor- 
malidad institucional, de la cual debíamos salir. En algu- 
nos Casos se puede salir tajantemente y en otros con cier- 
ta gradualidad. Pero nadie puede dudar que el país vive 
en un régimen democrático, donde imperan todas las ga- 
rantías constitucionales y el pleno respeto de los dere- 
chos humanos y que todos tenemos el propósito de ir su- 
primiendo rápida, gradual, pero definitivamente todos los 
rezagos que puedan existir de la situación a que nos vimos 
obligados —a nuestro juicio patrióticamente— a llegar 
para terminar con el gobierno de facto y abrir el campo 
para la plena vigencia de las leyes, de la Constitución y 
de las normas jurídicas de la República. 


En consecuencia, creo que seguir adentrándonos una 
y otra vez en esta cuestión y plantear nuevamente este 
tema —-—que no es nuevo, que no lo estamos analizando 
por primera vez, sino que lo hicimos cientos de veces, y 
que ha motivado largas sesiones del Parlamento— no es 
lo oportuno. Pienso que no es conveniente seguir revol- 
viendo en este tema, sobre todo cuando a escasos ocho 
días a partir de este momento, el Acto N9 19 va a desa- 
parecer, no sólo de la vida jurídica nacional, sino de la 
vigencia de un acuerdo político, Por lo tanto, nadie va 
a poder apelar más a él ni a mencionarlo como un acto 
que tenga valor en algún sentido, a partir del 1% de mar- 
20 de este año. A partir de ese momento regirá la pleni- 
tud de las disposiciones constitucionales, en las cuales no 
podrá incidir de ninguna forma ese Acto Institucional 
que, con el acuerdo a que se llegó, mantiene su valor polí- 
tico hasta esa fecha. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Con mucho gusto, señor 
legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Naturalmente, nuestra posición 
es en el origen bastante distinta a la del Partido Nacio- 
nal. Nosotros participamos en el Acuerdo del Club Naval 
y hemos señalado que siempre hemos estado dispuestos a 
cumplir todo lo que son las consecuencias de las obliga- 
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ciones asumidas en aquel momento. Entendemos —y en 
eso compartimos lo que señala el señor legislador Paz 
Aguirre— que no tiene sentido discutir toda esta proble- 
mática. No obstante, tratamos —por lo visto no hemos 
cbtenido el objetivo buscado— de explicar lo que implica 
como salida de la dictadura la construcción de un nuevo 
orden jurídico. 


No es nuevo; la dictadura no produce un crac y la 
salida, luego de la dictadura, no produce otro crac. El or- 
den jurídico se mantiene. Válido o inválido hay un orden 
jurídico que provoca eficacia y que crea y destruye re- 
laciones entre los hombres. En ese esquema entendíamos 
que no podíamos juzgar el problema con carácter gene- 
ral, y entrar a discutir el Acto N*% 19 otra vez. Teníamos 
que discutir, concretamente, lo que era la decisión con- 
creta del Poder Ejecutivo, es decir, un acto que estaba 
encuadrado en un orden jurídico en el que había dos nor- 
mas contradictorias: la norma constitucional y la norma 
emanada del Acto N? 19. 


El Acto Institucional N% 19 fue eficaz —es posible 
que lo haya sido— y en diez días cesa en su eficacia y 
de integrar plenamente el crden jurídico. En ese sentido 
todos los argumentos son reversibles; lo señalo porque el 
señor legislador Paz Aguirre decia que por qué preocu- 
parnos si va a cesar dentro de diez días. Y yo digo al re- 
vés: debemos preocuparnos porque esto fue una conse- 
cuencia de un Acto N? 19 agonizante, que va a permane- 
cer más allá del 28 de febrero de 1986 y que va a ser 
un elemento —ojalá nos equivoquemos— de fricción en- 
tre las relaciones del Poder Ejecutivo con el Poder Legis- 
lativo y aún las del Poder Ejecutivo con las Fuerzas Ar- 
madas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar en el uso 
de la palabra el señor legislador Paz Aguirre. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Más allá del juicio que 
cada uno de nosotros tenga sobre el Acto N% 19 y su 
aplicación por esta vez para determinados ascensos de je- 
rarquías militares, creo que incurriríamos en un error si 
hiciéramos de esta situación un capítulo importante o 
trascendente en la vida nacional. El país mira ahora ha- 
cía adelante; volver la mirada hacia atrás y enfrascarnos 
en la validez o invalidez del Acto N* 19, si fue lícito o 
ilícito, si sirve o no sirve y si estuvimos de acuerdo con 
él o no, me parece que es reeditar una discusión de la 
que me atrevo a decir que el país está fatigado. Este tie- 
ne una enorme cantidad de problemas por delante, hare- 
dados de la situación anterior, que debe resolver y a los 
que está tratando ansiosamente de dar solución. 


Hoy tenemos que poner la vista en otra cosa. Si ha- 
blamos con un pasivo, un agricultor, un industrial, un 
obrero o un trabajador acerca de esta discusión —repito 
el término: bizantina— seguramente no lo podrán com- 
prender. No entenderán cómo los legisladores nos eníras- 
camos durante largas horas en un debate hablando de un 
hecho que ya está en el pasado y que será juzgado dura 
o blandamente, eso no importa, depende de la opinión de 
cada uno y de cada partido. Cada partido ha asumido su 
responsabilidad, y con claridad. Nosotros nunca dijimos 
que el Acto N% 19 no tenía valor y que no era un acto 
político o un acuerdo. Fue un acuerdo; siempre lo mani- 
festamos. El Acto Institucional N% 19, aplicándose o no, 
integraba lo que era un acuerdo oportunamente hecho 
con las Fuerzas Armadas. No sabíamos si se aplicaría o 
no; nosotros pensamos que podría no aplicarse. Pero en 
un momento dado, el Poder Ejecutivo entendió que era 
del caso aplicar una de sus disposiciones para un acto 
concreto, y fue la única vez que lo hizo desde que asu- 
mió el gobierno constitucional. 


ió SESOR ZUMARAN. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Creo que quedó perfectamen- 
te claro en mis palabras que no teníamos interés en re- 
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vivir la discusión de si hubo un acuerdo político o no. 
Eso ya nos ha llevado mucho tiempo. Coincidimos plena- 
mente con el señor legislador Paz Aguirre en cuanto a 
que el país tiene que mirar hacia adelante; tanto, que 
tiene que saber cuál es la primera obligación de los miem- 
bros de la Comisión Permanente y cuáles son sus facul- 
tades, por las que deben velar durante su ejercicio. Acá 
nosotros jamás planteamos una discusión política porque 
éste es un terreno agotado. A todo lo atrás que nos va- 
mos es a apenas hace una semana cuando se ascendió a 
dos oficiales generales sin la venia de la Comisión Per- 
manente. Y el señor legislador Paz Aguirre, que es un 
hombre virtuoso, coincidirá conmigo en aue como miem- 
bro de la Comisión Permanente debe preocuparse por que 
el ejercicio de las competencias naturales del Cuerpo se 
pueda cumplir. Y tan hacia adelante miramos que nus 
sentiríamos muy satisfechos con algún acto formal -—-el 
que el partido de gobierno elija— declarando muy con- 
creta y expresamente que lo único aue rige con rango 
constitucional en el país es la Constitución de la Renú- 
blica y que todos los órganos constitucionales, incluida la 
Comisión Permanente, están en el pleno goce de sus fa- 
cultades y sus competencias. Entonces, miraríamos el por- 
venir con una extraordinaria claridad. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Paz Aguirre. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Lo vamos a poder hacer 
todos y creo que lo podemos realizar ya, borque el go- 
bierno de la República ha demostrado su invalorable vo- 
luntad democrática, trasuntada a lo largo de todo el año 
pasado y en innumerables casos, inclusive en su actitud 
abierta y franca para solucionar todos los temas nacio- 
nales con el consenso de la opinión pública. 


Deseo también que puedan integrarse rápidamente las 
autoridades del Banco de Previsión Social y que no per- 
sista una situación en cierta forma anómala debido a la 
supervivencia de una norma de la misma estatura jurí- 
dica —o de la poca estatura juridica— del Acto Institu- 
cional NY 19, 


(Interrupción del señor legislador Rocha Imaz) 


—Me parece que entrar a hablar ahora de la Seguri- 
dad Social implicaría internarnos en un laberinto, lo que 
no es oportuno. Lo que digo es que en el régimen de 
Seguridad Social todavía hay en este momento una si- 
tuación que si la vamos a analizar con estrictez, no se 
ajusta afinadamente a lo que son las disposiciones cons- 
titucionales. Por eso deseo que también en ese orden se 
puedan integrar las autoridades, luego de terminado este 
período de acuerdo que hemos tenido todos los partidos 
por entender que era conveniente que actos instituciona- 
les provenientes del régimen de facto proyectaran su efi- 
cacia durante el año, por encima de las normas constitu- 
cionales, de la misma forma que lo hizo el Acto N9 19. 


En consecuencia, también aspiro a que prontamente 
el Banco de Previsión Social pueda integrarse con arreglo 
a las disposiciones constitucionales. El Acto Institucional 
N9 19 concluye, definitivamente, como acuerdo político el 
19 de marzo, es decir dentro de diez días. Espero que lo- 
gremos los acuerdos necesarios para integrar el Banco de 
Previsión Social y que la norma respectiva del Acto Ins- 
titucional que aún rige, también desaparezca, ajustándo- 
nos todos a la Constitución. No dudo aue ése es el obje- 
tivo de todos: del Partido Nacional, del Frente Amplio, 
de la Unión Cívica y de nuestro Partido Colorado. A eso 
vamos a llegar. Nos falta apenas días —yo diría horas— 
para que concluya este Acto Institucional. Que en buena 
hora desaparezca y que todos podamos vivir, como aspi- 
ramos, en la absoluta e irrestricta eficacia de las disposi- 
ciones constitucionales. Deseamos que así suceda en el 
ámbito de la Seguridad Social y en todos aquellos luga” 
res donde todavía persisten ciertas reminiscencias de un 
régimen al cual, por fortuna, hemos podido poner fin. 


Créo que no vale la pena argumentar más. sobre esta 
cuestión. Repito lo que ya manifesté en el sentido de que 
la opinión pública del país espera de nosotros otra cosa. 
Todos ansían que. los legisladores, el gobierno, los parti- 
dos: políticos, los grupos sociales, miremos hacía adelante 
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y empecemos a dar soluciones legislativas y de gobierno 
para resolver el problema de la industria, de la ocupa- 
ción, del salario, de la exportación y de los pasivos. 


_Ese es el gran desafío que tenemos todos por delante, 
utilizando como herramienta la Constitución y la buena 
voluntad patriótica de todas las colectividades partidarias. 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Con mucho gusto, señor 
legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR ROCHA IMAZ, — Naturalmente, estamos de 
acuerdo con las palabras finales de la exposición que está 
realizando el señor legislador Paz Aguirre. Es indudable 
que lo que está esperando la ciudadanía es que el país 
se proyecte como tal y, en ese sentido, tenga la absoluta 
seguridad de que el Partido Nacional realizará el aporte 
necesario. Pero el señor legislador Paz Aguirre tiene que 
comprender que el Partido Nacional obligatoriamente te- 
nía que solicitar que se llevara a cabo esta sesión. Natu- 
ralmente, al Poder Ejecutivo le habría gustado más apli- 
car el Acto Institucional N* 19 sin que nadie alzara la 
vOz, pero nuestro Partido de ninguna manera podía de- 
jar pasar este hecho sin hacer oír su voz en el seno de 
esta Comisión Permanente. 


Coincidimos con el concepto aquí expresado de que 
hay que poner al país en marcha, pero el señor legislador 
Paz Aguirre también debe comprender que el Partido Na- 
cional, por toda su actuación en este asunto, estaba obli- 
gado a no dejar pasar por alto la aplicación del Acto 
Institucional N* 19 por parte del Poder Ejecutivo. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Paz Aguirre. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Créame que lo compren- 
do, señor legislador. Por otra parte, siempre nos causa 
mucho placer oír las opiniones del Partido Nacional en 
estos diálogos normales que mantenemos en la vida pat- 
lamentaria. ¡Por suerte podemos hablar y por suerte po- 
demos disentir! En nuestro concepto, hemos podido lograr 
eso gracias al Acto Institucional N% 19 y al acuerdo al 
que llegamos oportunamente. ¡Por suerte estamos senta- 
dos aquí en uso de la soberanía nacional, en ejercicio de 
nuestros derechos soberanos! ¡Por suerte es así! 


Hemos escuchado las distintas opiniones que aquí se 
han vertido, cada una con los matices necesarios; hemos 
dado la nuestra y no nos arrepentimos del acuerdo al que 
arribamos. Por el contrario, creemos que fue una contri- 
bución importante para la vida del país. 


En lo que se refiere específicamente al Acto Insti- 
tucional N* 19, su vigencia concluirá dentro de pocos 
días y debemos mirar hacia adelante, a efectos de tratar 
de reconstruir profundamente la República en el año 
1986 y dar soluciones a todos los problemas que se están 
planteando. Nosotros mismos nos planteamos estas metas 
como un desafío democrático para consolidar las institu- 
ciones que hemos recobrado. Creo que no vale la pena 
agregar nada más. Simplemente deseaba hacer estas pun- 
tualizaciones para dejar en claro cuál es nuestra posición 
y para que nadie pueda llamarse a confusión respecto de 
cuáles son las motivaciones que hemos tenido y seguimos 
teniendo para seguir defendiendo lo aue consideramos 
que fue una decisión útil y sabia tomada por los parti- 
dos que en ese momento llegaron al acuerdo, que nos 
permitió a todos los uruguayos recobrar nuestra identi- 
dad democrática. 


Nada más. 
_SEÑOR FUENTES. — Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE: -— Tiene la palabra el señor 
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SEÑOR FUENTES. — Señor Presidente: simplemen- 
te deseo hacer un pequeño aporte. 


En algún momento de su disertación, el señor legis: 
lador Paz Aguirre manifestó que habían participado en 
el pacto del Club Naval el Frente Amplio y el Partido 
Colorado. En honor a la historia, quiero agregar que 
también lo hicieron la Unión Cívica y lo que en aquel 
momento se llamó Partido Laborista. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Pre- 
sidente? 


En su momento, me di cuenta de esa omisión invo- 
luntaria y luego mencioné a la Unión Cívica para sal- 
varla. 


SEÑOR LAMAS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR LAMAS. — Señor Presidente: no quiero en- 
trar en la polémica que aquí ya se ha planteado con la 
formulación realizada por el señor legislador Zumarán, 
que fue acompañada por los legisladores de sj sector. 
Sin embargo, creo que hay algunos aspectos de las con- 
sideraciones vertidas en Sala aque deben ser refutados. 
Entiendo que hay dos órdenes para refutar las versiones 
que aquí se han “dado: uno es el aspecto jurídico y el 
otro el aspecto politico. A ellos me referiré en la forma 
más breve posible. 


Desde el punto de vista jurídico, quiero hacer una 
reflexión a partir de las palabras pronunciadas por el se- 
ñor legislador Sturla, quien reclama lo que es la base de 
todo el ordenamiento jurídico, que es ni más ni menos 
que la certeza. Todos los ciudadanos de la República, to- 
das sus instituciones, todos sus organismos públicos de- 
ben saber cuál es el ordenamiento jurídico que los rige. 
En este sentido, creo que estudiar en el Uruguay cuál es 
el ordenamiento jurídico que nos ha regido en los últi- 
mos años, implica distinguir distintas etapas. Hasta el 27 
de junio de 1973 rigió la Constitución de la República y 
las leyes votadas por el Parlamento electo por el pueblo. 
A partir de esa fecha y hasta el 1% de marzo o el 15 de 
febrero de 1985 rigió un ordenamiento jurídico emanado 
de esa Constitución de la República modificada por una 
serie de normas jurídicas, que no serían válidas pero que 
sí eran eficaces — ¡y vaya si eran eficaces! — que algu- 
nas veces tenían forma de leyes y, otras, forma de actos 
institucionales o de leyes especiales, tales eran las deno- 
minaciones que les dio el régimen de facto. A partir del 
19 de marzo de 1985 y hasta el 1% de marzo de 1986 rige 
en el país un ordenamiento jurídico derivado de la Cons- 
titución de la República, de las leyes votadas por el Par- 
lamento y, además, del Acto Institucional N% 19 y de 
una serie de actos institucionales que se prolongan en el 
tiempo. Esto es un fenómeno de transición de un régimen 
de facto a un régimen de derecho, en el cual subsisten 
normas que no fueron sancionadas de acuerdo con lo que 
sería el ordenamiento constitucional normal. Sin embar- 
go, creo que todo el mundo entiende —la ciudadanía de 
nuestro país lo entiende— que fue el neaje necesario que 
debió pagarse para recuperar definitivamente el ordena- 
miento jurídico constitucional dentro de muy pocos días. 
Cuando señalo esto no quiero decir que durante el último 
año hayamos vivido en la incerteza jurídica o en.la bar- 
barie jurídica. El señor legislador Paz Aguirre señalaba 
—y creo que de esto todos somos testigos— que la vida 
institucional del país se desarrolló, pese a existir el Acto 
Institucional N2 19, dentro de una normalidad bastante 
notoria, a tal punto que ahora se señala que el único 
hecho que habría embañado esa certeza jurídica habría 
sido esa decisión del Poder Ejecutivo de aplicar el literal 
D) del artículo 6% de dicho Acto. Y yo digo que esto no 
es así. Entiendo que ese literal D) ya se aplicó en otras 
oportunidades durante la vigencia del régimen de dere- 
cho que vivimos, y no porque el Senado de la República 
no haya votado todas las venias, sino porque, a mi jui- 
cio,. los nombramientos de Comandantes en Jefe —que 
también implican ascenso y que están incluidos en el nu- 
meral 11 del artículo 168 de la Constitución de la Repú- 
blica. también requerirían venia del Senado. Sin em- 
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bargo, el señor legislador Zumarán que ha planteado con 
tanta celeridad este asunto, jamás se sintió agraviado 
porque durante el último año haya habido ascensos a 
Comandante en Jefe sin la venia del Senado. Eso no 
agravió al Partido Nacional. 


Por otra parte, aquí se han mencionado otra serie de 
normas, como por ejemplo las relacionadas con el Banco 
de Previsión Social. En ese sentido, puedo referirme, en 
materia del Poder Judicial, a lo que ha sido la supervi- 
vencia durante muchos meses de los Actos Institucionales 
Nos. 8 y 12, hasta su posterior derogación; a la elimi- 
nación del Ministerio de Justicia y a la modificación de 
la Ley Orgánica de la Judicatura. Al respecto debo se- 
ñalar que en este país existen consecuencias jurídicas de- 
rivadas del Acto Institucional N* 19, que en su artículo 
7% establece que a partir del 15 de febrero de 1985 las 
disposiciones no derogadas del Acto Institucional N% 8 y 
del Acto Institucional N% 12 continuarán rigiendo con 
fuerza de ley. Y nosotros en este Parlamento nos senti- 
mos con la obligación jurídica de dictar una ley que de- 
rogara esos Actos Institucionales que el Acto Institucio- 
nal N9% 19 había convertido en ley, pese a que el señor 
legislador Aguirre —a quien aquí se ha citado tan repe- 
tidamente— tan ilustre e ilustrado —como todos lo re- 
copocemos— se revolvía en su silla cada vez que se pre- 
tendía incluir la disposición por la cual se derogaba al- 
gún Acto Institucional. 


Se ha mencionado que este Parlamento democrático 
convalidó los actos juridicos del régimen y debo hacer 
una precisión. Lo que este Parlamento democrático hizo 
fue convalidar los actos jurídicos con carácter de leyes 
dictadas por el Consejo de Estado; nunca se convalidó 
ningún Acto Institucional. La ley que votamos al princi- 
pio del ejercicio, no convalidó ningún acto institucional. 
Sin embargo, el Frente Amplio presentó un proyecto de 
ley por el cual pretendía la derogación del Acto Institu- 
cional N% 19 y yo creo que si alguien pretende derogar 
algo es porque considera que está en vigencia; si no, se- 
ría absurdo derogar algo que no tenía vigencia o eficacia. 


Ahora sí, como el señor legislador Batalla ha sido 
aludido, le concedo una interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. — El señor legislador Lamas so- 
lamente concede interrupciones cúando alude, no cuan- 
do entiende que uno pueda acotar alguna cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pido al señor legislador 
que no prejuzgue. 


SEÑOR BATALLA. — El caso de los cargos de Co- 
mandantes en Jefe es una construcción de la dictadura 
en la que naturalmente el esquema es distinto, Puede 
ser discutible la interpretación que da, pero quería refe- 
rirme al último punto que mencionaba el señor legislador 
Lamas. Le pediría que me repitiera la parte final por- 
que quiero hacer algunas precisiones con respecto a su al- 
cance. 


SEÑOR LAMAS. — Voy a tratar de ser lo más fiel 
conmigo mismo. 


Dije que cuando el Frente Amplio presenta un pro- 
yecto de ley pidiendo, planteando, exigiendo o aspirando 
a la derogación del Acto Institucional N? 19, es porque 
piensa que está vigente y tiene eficacia jurídica, porque 
si no, sería absurdo solicitar la derogación de una cosa 
que no existe. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite? 


Ñ SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar con su 
interrupción el señor legislador Batalla, 


SEÑOR BATALLA. — Quiero ser muy preciso en 
mi afirmación. A 
El Frente Amplio permanentemente, a través de to- 
dos sus voceros —y en el caso personal fui yo su expre- 


40—C.P. 


sión en las sesiones de la Asamblea General del 9 y 10 
de julio— estableció una firme distinción que yo tam- 
bién he tratado de hacer pero sin duda me he explicado 
muy mal en el día de hoy, porque en virtud de las pala- 
bras del señor legislador Lamas creo que no he sido muy 
claro. 


_ Señalaba la diferencia entre lo que nosotros enten- 
díamos por validez de un acto y una norma y la eficacia 
del mismo. Lo hemos dicho creo que hoy mismo varías 
veces. 


Cuando planteamos la derogación de las normas del 
Acto 19, lo hicimos justamente no atendiendo a su orl- 
gen y su validez sino a su eficacia jurídica, tratando de 
hacer que el Acto 19 dejara de significar un elemento 
que incrustado en nuestro orden jurídico cree, modifique 
o destruya relaciones jurídicas. Ese era el alcance de 
nuestro planteo y creo que es absolutamente congruente 
con lo que siempre fue nuestra conducta respecto al Ac- 
to 19. No veo ninguna interpretación que pueda ser am- 
bigua. 


El señor legislador Lamas dice que cuando nosotros 
solicitamos derogación de algo es porque entendemos que 
tiene eficacia jurídica y que existe; naturalmente que 
existe. Siempre entendimos que el Acto 19 existía y que 
aún inválido formalmente, era un acto de la dictadura. 
Fue el resultado de un acuerdo; no hay aquí ninguna ra: 
zón para ocultar nada; no hay cláusulas secretas ni nada 
y lo que buscábamos a través del proyecto de ley era 
»u derogación partiendo de la base de su existencia. 


Eso es total y absolutamente congruente. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Lamas. 


SEÑOR LAMAS. — Continuo, señor Presidente. 
SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción” 
SEÑOR LAMAS. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR STURLA. — Señor Presidente: creo gue la 
acotación del señor legislador Lamas nos va a aclarar 
un poco las cosas. 


Tenemos, entonces, ¡por fin! un reconocimiento ex- 
preso por parte de un legislador del Partido Colorado, en 
el sentido de que las disposiciones contenidas en el !lla- 
mado Acto Institucional N9 19, integra el ordenamiento 
jurídico vigente con categoría de rango constitucional. 
Eso es lo que se desprende claramente de sus palabras. 
No voy a reiterar todos los argumentos por los cuales 
para el Partido Nacional no es así. 


SEÑOR BATALLA. — Esa no es nuestra interpre- 
tación. 


SEÑOR STURLA. — El señor legislador Batalla dice 
que esa no es la interpretación del Frente Amplio. Con 
bc pESptO me estoy refiriendo en este caso al Partido 
Colorado. 


(Interrupción del señor legislador Paz Aguirre) 


—Eso es lo que ha dicho muy claramente el señor 
legislador Lamas, con lo que estamos avanzando, porque 
por lo menos, si bien para nosotros ello no es sí, el Par- 
tido Colorado tiene una cierta coherencia en su pianteo 
con lo sostenido por el Poder Ejecutivo. Pero lo que no 
termino por comprender dentro de esa línea de razona- 
miento —repito que no es la nuestra pero la respeto— 
es cómo —como muy bien lo señalaba el señor legislador 
Zumarán, transcribiendo palabras del señor legislador Paz 
Aguirre pronunciadas en la Asamblea General— se di- 
jo que el Acto 19 no se iba a aplicar y de hecho, nume- 
rosas disposiciones no se han aplicado, con lo cual el 
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problema de la certeza jurídica, recobra toda su dimen- 
sión, porque no sabemos en definitiva si de un conjunto 
de normas que a juicio del señor legislador Lamas inte- 
gran el ordenamiento jurídico de la Constitución de la 
República algunas se aplican y otras no, según el leal 
saber y entender del Poder Ejecutivo, criterio aue en el 
mejor de los casos nos parece harto peligroso. 


.. Por otra parte, no quiero entrar en disquisiciones de 
tipo jurídico sobre una norma que no es jurídica como 
es este famoso literal ad) del artículo 6% del Acto 19 
en torno a las referencias hechas a las designaciones de 
Comandante. 


Quiero decir al señor legislador Lamas que nuestra 
interpretación de la normativa vigente con prescindencia 
de esta disposición, nos lleva a la conclusión de que el 
ascenso a Comandante en Jefe y el consiguiente ascenso 
supuesto al grado de Teniente General, no es necesario 
de acuerdo al ordenamiento jurídico vigente y por esa 
razón, en ningún caso, por lo menos, en lo que a noso- 
tros respecta, planteamos las dudas constitucionales per- 
tinentes. 


No quiero, repito, entrar en la disquisición de este 
tema porque sería ocioso y ahí, sí, bizantino; simplemen- 
te me pareció oportuno hacer esa acotación. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR LAMAS. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — El señor legislador Stur- 
la, con picardía política, trata de hacernos decir lo que ni 
yo ni el señor legislador Lamas dijimos. El tampoco lo 
dijo así. Es una interpretación digamos habilidosa, desde 
el punto de vista político, del señor legislador Sturla. 


Dijimos claramente que era un acuerdo político y lo 
repetimos una y otra vez, no ahora, sino cien veces an- 
tes y que como tal, si bien formalmente no tenía validez 
de norma jurídica, tenía eficacia en cuanto al cumpli- 
miento de un acuerdo político hecho en su momento. 


En definitiva, el Partido Nacional y nosotros, esta- 
mos pensando lo mismo, porque el Partido Nacional tam- 
bién lo reconoce, por lo menos tácita y calladamente, va- 
lor, eficacia jurídica, o como quiera llamársele a deter- 
minadas normas de actos institucionales, como en el caso 
de la Seguridad Social cuyas normas, que no son coinci- 
dentes con las normas constitucionales, pero por la, tran- 
sición necesaria de un régimen de facto a un régimen 
de derecho, se consideró conveniente mantener en vigen- 
cia hasta tanto fueran definitivamente suplantadas o sus- 
tituidas por las normas que se dictaran con arreglo a la 
Constitución. De manera que pensamos igual. La diferen- 
cia es que nosotros somos consecuentes en todas las po- 
siciones y el señor legislador selecciona alguna y otras 
las deja de lado. Algunas le sirven y otras no; para al- 
gunas tiene un temperamento y una forma de interpre- 
tación y para otras, un criterio distinto. Esa es la dife- 
rencia: la congruencia histórica, notoria y permanente 
del Partido Colorado y la. incongruencia, también histó- 
rica, notoria y permanente, del Partido Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Lamas. 


SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR LAMAS. — Si me excusa el señor legislador 
Sturla, antes de concederle la interrupción solicitada quie- 
ro recapitular algunas de las cosas aquí dichas. 


Cuando me interrumpió el señor legislador Batalla, 
fue porque aparentemente se sintió agraviado por mis 
palabras. Quiero señalar en la forma más cordial posible 
que cuando hice la afirmación de que el Frente Amplio 
creía en la eficacia del Acto Institucional N* 19, lo que se 
demostraba con la presentación del proyecto de ley para 
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su derogación, no señalaba ni más ni menos que había 
entendido perfectamente su interpretación. Es obvio que 
nadie afirma que el Acto 19 o cualquier otro Acto ema- 
nado de la dictadura, pueda ser válido desde el punto de 
vista jurídico formal; nadie aquí lo ha sostenido ni lo 
sostiene. Pero es indudable que estos Actos tuvieron su 
eficacia juridica, y algunos de ellos aún la mantienen y 
la van a mantener hasta dentro de pocos días, en el caso 
concreto de lo que hemos referido. O sea que no había 
ninguna discrepancia conceptual entre uno y otro. 


Es más: las mismas palabras del señor legislador Ba- 
talla "cuando calificó la decisión del Poder Ejecutivo como 
“poco feliz”, en boca de un hombre que además de polí- 
tico es un jurista, están demostrando, a mi juicio, que él 
no calificó de antijurídico sino que hizo una valoración 
desde el punto de vista político. 


SEÑOR BATALLA. — Lo dije en la medida en que 
creí que el Poder Ejecutivo había optado entre dos dis- 
posiciones: una de orden constitucional y la del Acto 19. 


SEÑOR LAMAS. — Solicito excusas al señor legis- 
lador Batalla, pero el señor legislador Sturla me había 
solicitado una interrupción con anterioridad. Por tanto, 
a él se la concedo en primer término y el señor legisla- 
dor Batalla podrá hacer uso de su interrupción en se- 
gundo lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador Sturla. 


SEÑOR STURLA. — Siento la necesidad ineludible 
de referirme a las expresiones del señor legislador Paz 
Aguirre. 


En primer lugar, empezando por lo último, me pare- 
ce que a nadie hace bien entrar en alusiones de tipo 
político tan gruesas como las que ha formulado el señor 
legislador Paz Aguirre, porque eso daría oportunidad a 
sostener una controversia sobre actitudes históricas asu- 
midas por ambas colectividades a lo largo de la vida de 
la República, de la cual estoy casi seguro que el Partido 
Colorado no saldría del todo bien parado. Pero, cuando 
de congruencia o incongruencia se trata, en esta instan- 
cia lo que más me preocupa es mi propia congruencia 
mental. Porque estoy tratando de ver qué piensa el Par- 
tido Colorado. Por un lado, el señor legislador Paz Agui- 
rre nos dice que el Acto 19 es un acuerdo político de 
validez jurídica indefinida, con lo cual mis cavilaciones, 
dudas y preocupaciones aumentan. Pero, por otro lado, 
el señor legislador Lamas dice —lamento no tener aquí 
las palabras exactas pero recuerdo habérselas escuchado— 
que el Acto 19 integra el ordenamiento jurídico consti- 
tucional de la República. Y hasta me alegra que así lo 
haya sostenido. Pero resulta que lo que se dice, luego 
no se dice, y lo que se aplica no es tal. 


Porque la actitud del Partido Colorado sería coheren- 
te si dijera que el Acto 19 es norma constitucional y, en 
consecuencia, el Poder Ejecutivo, al aplicar no recuerdo 
cuál literal del artículo 6% de dicho Acto, está cumplien- 
do un precepto constitucional. Pero el señor legislador 
Paz Aguirre me dice que eso no es así, que no es norma 
constitucional, sino que es un acuerdo político como tan- 
tos que se han hecho en la vida de la República. Enton- 
ces, debo concluir que el Poder Ejecutivo está violando 
a conciencia la Constitución de la República, lo que re- 
sultaría de una gravedad inusitada y trasladaría este 
problema a instancias de sin igual trascendencia, que 
ereo que nadie está interesado en recorrer. 


Repito y concluyo: me resulta mejor, para la propia 
congruencia del debate y para mis limitadas luces, la ad: 
misión lisa y llana, por parte del Partido Colorado, de 
que esto es una norma constitucional. Si no lo es, aquí 
tenemos la confesión más clara, más pura y evidente, de 
que el señor Presidente de la República, actuando en 
acuerdo con el señor Ministro de Defensa Nacional, ha 
violado la Constitución de la República, afirmación que 
no hace este legislador sino la propia bancada de Go- 
bierno, cosa que evidentemente nos sorprende hasta un 
grado impensable. 
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SEÑOR ROCHA IMAZ. — ¡Apoyado! 
SEÑOR PAZ AGUIRRE. — ¡Estamos en un diálogo 
de sordos! 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Ruego que se respete el 
orden de las interrupciones. El señor legislador Lamas 
había concedido una interrupción al señor legislador Ba- 
talla. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor legislador? Hay que tener en cuenta que 
he sido aludido. 


SEÑOR BATALLA. — Cedo mi lugar al señor legis- 
lador Paz Aguirre y luego haré uso de mi interrupción. 


SEÑOR LAMAS. — Concedo una interrupción al se- 
ñor legislador Paz Aguirre en virtud de que ha sido alu- 
dido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador Paz Aguirre. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Repito que esto está 
transformándose, lamentablemente, en un diálogo de sor- 
dos. Porque el señor legislador Sturla se ha aferrado 
—lo digo con buen ánimo— a una picardía política par- 
lamentaria que lanzó en el curso de su anterior inter- 
vención, y ha resuelto no escuchar lo que desde esta 
banca se le dice, porque persiste en su afirmación cuan- 
do hemos dicho cosas muy distintas. No creo que con- 
duzca a nada decir una cosa y cerrar oídos a la respues- 
ta, para seguir insistiendo sobre las últimas palabras pro- 
pias. 


Mencioné el Acto 19 y el caso de la Previsión So- 
cial, en que persiste una norma no jurídica ante el silen- 
cio y el acatamiento tácito de todos, porque entendíamos 
que era norma de buena conveniencia nacional llenar un 
vacío ya que, de otra manera, hubiera acarreado graves 
consecuencias para todo el ordenamiento de la previsión 
social. Lo hicimos con un sentido constructivo. En bue- 
na hora lo hicimos, pues reveló madurez política de parte 
de todos los protagonistas del episodio. 


(Interrupciones del señor legislador Zumarán) 


—Todo este debate se está haciendo demasiado lar- 
go, o al menos lo están siendo mis intervenciones. 


Quiero hacer una referencia, no con ánimo polémico 
sino para dejar constancia de mi posición frente a las pa: 
labras del señor legislador Rocha Imaz. Si no hiciera 
mención a ello, podría parecer un tácito acatamiento o 
aceptación, y no es así. El señor legislador hace un rato 
habló de cláusulas secretas, lo que motivó la réplica del 
señor legislador Batalla. Yo me sumo al contenido de esa 
réplica, y dejo expresa constancia de que rechazo aque- 
lla afirmación porque es absolutamente infundada. 


(Interrupciones del señor legislador Rocha Imaz) 


Como se ha hecho público en reiteradas oportuni- 
dades, lo que se acordó salió íntegra y totalmente a la 
luz pública y no hay un punto ni una coma que hayan 
eS escondidos al conocimiento de toda la opinión 
nacional. 


(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. — A esta altura del debate ten- 
go dos temores: primero, que este atardecer nos con- 
duzca a una noche más cerrada en lo que se refiere a 
la clarificación del tema jurídico en cuestión; y segundo, 
que terminemos discutiendo la ley de las doce tablas, 
marchando hacia atrás. 


Quiero decir algunas palabras respecto a lo que ha- 
bía señalado el señor legislador Lamas. Dije, sí, que la 
decisión del Poder Ejecutivo había sido, en mi concepto, 
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por lo menos poco feliz. Sé que utilicé esa expresión, y 
señalé que el Poder Ejecutivo había optado en la medida 
en que tenía frente a sí dos disposiciones: una, la de or- 
den constitucional, que era el artículo 168, inciso 11, 
que establecía la venia del Senado sin determinar nin- 
gún mecanismo condicionante; y otra, la disposición del 
Acto 19, que establecía la venia ficta para los quince 
días. Por consiguiente, es en mi concepto una decisión 
que ño está de acuerdo con nuestro ordenamiento cons- 
titucional. 


Y aclaro: entendemos que el Acto 19 integra nuestro 
ordenamiento jurídico. Pero de ninguna manera integra 
nuestro ordenamiento jurídico constitucional. 


Creo que también esa es la misma posición del Par- 
tido Colorado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Lamas. 


SEÑOR LAMAS. — Trataremos de ser breves en lo 
que resta de nuestra exposición, tratando de no generar 
demasiado polvareda, como la que levantaron las pala- 
bras anteriores. 


Vuelvo a señalar que la decisión del Poder Ejecutivo 
no es antijurídica, sino que se ajusta a lo que nuestro 
ordenamiento jurídico prevé. Además, más allá de las va- 
loraciones jurídicas, existen consideraciones políticas que 
no podemos pasar por alto. Obviamente, estamos un poco 
atados de manos por el secreto de las sesiones en las cua- 
les se discutió y se trató el problema de las venias, que 
nos es impuesto por el Reglamento y que nos hemos 
comprometido a acatar. Entonces, hay una parte de mi 
posición y de la de los partidos que, obviamente, no pue- 
de ser discutida y apreciada por la opinión pública en su 
sentido más cabal. 


Por otra parte —esa es mi opinión personal— creo 
que no era un secreto para nadie —por lo menos de los 
que integran la Comisión— que el Poder Ejecutivo iba 
a proceder en la forma que lo hizo, aplicando la venia 
tácita, a los efectos de la designación de los Oficiales 
Generales. Creo que se mencionó en el seno del plenario 
de la Comisión y entre nosotros mismos en los corrillos. 
Me acota el señor legislador Paz Aguirre aue el propio 
Mensaje que solicitaba las venias lo señalaba. O sea que 
en materia de intenciones del Poder Ejecutivo y de los 
legisladores colorados es una cosa que no vuede llamar a 
nadie a sorpresa. Además, considero que este Cuerpo, por 
aplicación del numeral 11 del artículo 168 de la Consti- 
tución podía haber rechazado —si lo entendía oportu- 
no— las venias. Eso pudo haberlo hecho. 


SEÑOR ZUMARAN. — Estamos en el tema de la 
sesión secreta. El señor legislador está haciendo alusio- 
nes que tenemos que contestar. ¡Qué se ajuste al Regla- 
mento! 


SEÑOR PRESIDENTE. — De conformidad con el cri- 
terio accionado desde la Mesa por el señor legislador 
Paz Aguirre, no puede hacerse ninguna mención, ningu- 
na referencia a lo que puede constituir parte del secreto 
de la sesión correspondiente. Le ruego al señor legislador 
mantenerse dentro de ese margen. 


SEÑOR LAMAS. — Señor Presidente: señalo que no 
es mi intención violar el secreto de la sesión ni forzar a 
nadie a que lo haga. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa simplemente ha- 
ce una reflexión de carácter amistoso y previa a toda 
consideración. 


SEÑOR LAMAS. — Al comenzar mi exposición se- 
ñalé que el secreto existente me inhibe de hacer algu- 
nos comentarios. Simplemente estoy haciendo una espe- 
culación de carácter general que pudo haber hecho cual- 
quier ciudadano de la República. Además, creo aue el 
sentido del secreto —no me voy a extender en considera- 
ciones al respecto— tiende a evitar el manoseo de los dis- 
tintos argumentos que pudieron haberse esgrimido acerca 
de las personas que están involucradas. Pero aparte de 
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ese problema hay actitudes políticas de los distintos par- 
tidos que acá aparecen como una decisión intempestiva. 
Por ejemplo, el señor legislador Sturla habló de sacar 
una solución “de la galera”, y yo debo señalar que dicha 
solución —Jo reitero— estaba en conocimiento de todos 
los miembros de este Cuerpo... 


SEÑOR ZUMARAN. — ¡Eso no es verdad! 


SEÑOR LAMAS. — ... y, además, estaba mencio- 
nada en el Mensaje del Poder Ejecutivo. O sea que desde 
el punto de vista jurídico... 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Tenemos que decir por qué la Comisión Permanente, 
en sesión secreta, resolvió lo que resolvió. He pedido —y 
ahora hago moción de orden— que el señor legislador La- 
mas no insista en ese asunto. Se debe aplicar el Regla- 
mento porque, de lo contrario, me veo obligado a decir 
rd que resolvió la Comisión Permanente. Vamos a ac- 
uar... 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señores legisladores: la 
Mesa ruega nuevamente mantener el debate sin violar 
el secreto debido, según la decisión expresada por el se- 
ñor legislador Paz Aguirre cuando ejercía la Presiden- 
cia; se reitera que se vería con agrado no incursionar en 
terrenos que puedan molestar la posición que, en tal sen- 
tido, tengan los señores legisladores. Es con un afán 
constructivo y amistoso que la Presidencia expone su 
exhortación en el sentido de que el debate se mantenga 
dentro de esas características. Por lo tanto, se ruega a 
los señores legisladores que cumplan con el anhelo ma- 
nifestado por la Mesa. 


SEÑOR LAMAS. — Creo que no he violado el se- 
creto, pero no voy a insistir en este tema poruue tampo- 
co quiero poner a nadie en situación incómoda. Pero sí 
señalo que el propio secreto y el planteamiento que aquí 
se ha efectuado ponen a los legisladores del Partido Co- 
lorado —que queremos y debemos respetar el secreto— 
también en situación incómoda. Cuando analizamos esto 
desde el punto de vista político, nos sentimos en situa- 
ción incómoda, porque no podemos decir una serie de co- 
sas que fueron discutidas y planteadas en la sesión se- 
creta y que tienen que ver con la posición de los dis- 
tintos partidos. 


Nada más y muchas gracias. 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Los legisladores del Partido Nacional y del Frente 
Amplio hemos presentado a la Mesa una moción de or- 
den, a la que solicitamos se dé lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase una moción de or- 
den llegada a la Mesa, presentada por los señores legisla- 
dores Zumarán, Sturla, Rocha Imaz, Fuentes, Sica Blan- 
co y Batalla. 


(Se lee:) 


“De acuerdo a lo previsto por el artículo 129 de la 
Constitución de la República, la Comisión Permanen- 
te remite al Poder Ejecutivo la versión de las pa- 
labras pronunciadas en Sala respecto a los ascensos 
militares concedidos en la Fuerza Aérea, entendiendo 
que dichos ascensos son contrarios a lo dispuesto por 
el artículo 168 Numeral 11 de la Constitución e in- 
convenientes”. 


SEÑOR STURLA. — Pido la palabra para ocupar- 
me de la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. q 


í 'SEÑOR STURLA. — Sería necesario hacer una pe- 
quefñia corrección en la redacción presentada —y en ese 
sentido consulto a los cofirmantes de la moción-— pues 
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considero que cuando se dice “la Comisión Permanente 
remite al Poder Ejecutivo”, en realidad debería señalarse 
“la Comisión Permanente resuelve remitir”. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pido la palabra para ocu- 
parme de la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra ei señor 
legislador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Nosotros estaríamos dis- 
puestos a votar una moción que refiriera todo este deba- 
te al Poder Ejecutivo, para que tenga conocimiento feha- 
ciente de lo que aquí se ha pronunciado y la posición de 
los distintos Partidos en torno a este tema, motivo del 
debate. La moción que se ha presentado es distinta, di- 
fiere de la concepción que tenemos al respecto, porque 
establece un juicio de valor y una calificación de las ac- 
titudes del Poder Ejecutivo, en lo cual, como es obvio, 
no estamos de acuerdo. Si lo que se desea es adoptar una 
actitud de consenso que pueda ser votada por todos los 
legisladores, a fin de que el Poder Ejecutivo conozta en 
forma fehaciente y oficial las distintas opiniones de las 
bancadas respecto a las actitudes asumidas en relación 
con los ascensos militares, señalamos que estamos dis- 
puestos a votar una moción en ese sentido. Nos parece 
importante que este debate llegue a conocimiento del 
Poder Ejecutivo, a fin de que conozca directamente cuá- 
les son las opiniones que nos ha merecido dicha actitud. 
La otra moción, desde luego, no estamos dispuestos a 
acompañarla. Los mocionantes decidirán por qué camino 
optan y la Comisión resolverá, pero es evidente que la 
moción presentada contradice todo lo que se ha mani- 
festado en el debate y no podrá contar con nuestra apro- 
bación. E 


Lo lamentamos porque creíamos que podría ser más 
conveniente —lo que se ha propuesto tampoco será más 
eficaz— que todo el debate pasara a conocimiento del 
Poder Ejecutivo. Esa moción podría ser votada por to- 
dos y considero que podría ser más Oportuna. Desde lu2- 
go, los dueños de la moción constituyen la mayoría acci- 
dental —que hoy permite esta eventual y presumible 
mayoría en la votación— pero pensamos que esa actitud 
no es la más conducente. 


Por lo tanto, solicitaría a los señores legisladores mo- 
cionantes que revisaran la moción para acompasarla con 
el sentir de todo el Cuerpo a fin de que pueda ser votada 
por todos sus integrantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Formula moción en ese 
sentido, señor legislador? 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. -— No; simplemente es una 
sugerencia. 


SEÑOR ZUMARAN. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Naturalmente, apreciamos 
debidamente todas las sugerencias que vengan del Parti- 
do Colorado y de un legislador tan distinguido, como lo 
es el señor Paz Aguirre, pero sucede que no podemos 
poner en violencia al Partido Colorado. 


La verdad es que aquí hemos afirmado de un modo 
claro y rotundo que estos ascensos se realizaron violando 
el numeral 11 del artículo 168 de la Constitución de la 
República. ¿Y cuál es la función de la Comisión Per- 
manente? Es la que destacó el señor legislador Sturla. 
Solicitamos la realización de esta sesión para que tenga 
algún resultado concreto, ya que esa es nuestra función 
privativa. El Parlamento está en receso y de acuerdo al 
artículo 129 de la Constitución de la República: “La 
Comisión Permanente velará sobre la observancia de la 
Constitución y de las leyes, haciendo al Poder Ejecutivo 
las advertencias convenientes al efecto, ...”. Reitero es- 
tas palabras: hará al Poder Ejecutivo las advertencias 
convenientes al efeeto,. Ni siquiera hemos querido em- 
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plear el término “advertencias”, pero debemos registrar 
cuál es la función de la Comisión Permanente, invocar 
la disposición del artículo 129 de la Constitución y se- 
ñalar —por medio de una votación que sabemos que 
no va a ser unánime pero que esperamos que sea mayo- 
ritaria— que esta convocatoria está inspirada en que los 
ascensos que fueron otorgados por el Poder Ejecutivo no 
se hicieron conforme a lo que dispone la Constitución 
de la República. Quizás esta decisión de la Comisión 
Permanente habilite alguna respuesta del Poder Ejecu- 
tivo dirigida a este Cuerpo. Creo que sería oportuna 
porque este tema es muy trascendente. : 


La función de la Comisión Permanente es velar por 
el cumplimiento de la Constitución de la República y, 
Posiblemente, el Poder Ejecutivo, recogiendo las expre- 
siones de la bancada del Partido Colorado presente en 
este Cuerpo, por ejemplo, nos pueda decir oficialmente y: 
de un modo claro y categórico que el 28 de febrero cesa 
en toda su eficacia jurídica este manido Acto Institucio- 
nal N* 19 y nos ahorraríamos así en el futuro más de 
una discusión que el señor legislador Paz Aguirre volverá 
a calificar de bizaptina pero que, en nuestra Opinión, no 
lo es, ya que resulta muy necesaria. De modo que cree- 
mos que no se trata de un simple elemento formal, sino 
que aquí hay una cuestión de competencias de la Comi- 
sión Permanente y una actitud de coherencia con lo que 
hemos afirmado en el desarrollo de esta sesión. Mante- 
nemos, pues, nuestra moción. 


7) INTERMEDIO 
SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Naturalmente, señor Presiden- 
te, vamos a mantener la moción, pero entendemos que 
sería deseable ver la posibilidad de encontrar un camino 
de acuerdo, Fara ello voy a formular moción en el sen- 
tido de que se realice un cuarto intermedio de cinco 
minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
Tormulada por el señor legislador Batalla. 


(Se vota: ) 
--10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
La Comisión Permanente pasa a cuarto intermedio. 


(Es la hora 19 y 54 minutos). 


8) APLICACION DEL ACTO INSTITUCIONAL, 
N* 19 POR PARTE DEL PODER EJECUTIVO 


—Continúa la sesión. 
(Es la hora 20 y 6). 


—Prosigue la consideración de la moción de orden 
presentada. 


SEÑOR ZUMARAN. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Señor Presidente: en este in- 
termedio hemos hecho un esfuerzo por encontrar una 
solución de concordia con el Partido Colorado, pero ello 
no ha sido posible. Además, creo que no tiene mayor 
significación porque simplemente expresa o refleja las 
distintas opiniones que se han vertido en Sala. 
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Por lo tanto, solicitaría —si el señor Presidente lo 9) SE LEVANTA LA SESION 
estima oportuno— que se pusiera a votación la moción 
que hemos presentado juntamente con otros señores le- Se levanta la sesión. 
gisladores. 
(Es la hora 20 y 8). 
SEÑOR PRESIDENTE. -—— Léase nuevamente la 
moción. Dn. EDUARDO PAZ AGUIRRE 
Presidente 
(Se vuelve a leer). Dn. Mario Farachio 
--Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. Dr. a 
(Se vota:) Dn. Roberto J. Zamora 


Director del Cuerpo de Taquígrafos 


—6 en 10. Afirmativa. de la Cámara de Representantes 
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